BOLETÍN N° 653-07
SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de ley en segundo trámite constitucional, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas y sustituye la ley N° 18.403.
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene el honor de presentaros su segundo informe acerca del proyecto de ley de la referencia, que se inició en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, quien ha declarado su urgencia, con calificación de "suma".
Asistió a las sesiones en que la Comisión discutió las indicaciones formuladas a esta iniciativa legal el H. Senador señor Vicente Enrique Huerta Celis. Durante ellas, además, se contó con la valiosa colaboración del señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido Cereceda y de los señores Gustavo Villalobos Sepúlveda, Consejero del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, Michel Dibán Qanawati y Guillermo Ruiz Pulido, asesores jurídicos de dicho Consejo.
Os recordamos que debe ser aprobado con quórum de ley orgánica constitucional el artículo 48 de la iniciativa -que se consignó como artículo 47 en
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el primer informe de vuestra Comisión-, de conformidad a los artículos 74, inciso primero, y 63, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, por cuanto incide en la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia.
Asimismo, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 19, N° 12, inciso primero, y 63, inciso tercero, de la Constitución Política, el artículo 18 del proyecto -correspondiente al artículo 17 del primer informe- requiere ser aprobado con carácter de ley de quórum calificado, ya que consulta delitos que pueden ser cometidos en el ejercicio de las libertades de emitir opinión y de informar.
Hacemos presente, además, que, en atención a que la H. Comisión de Hacienda se pronunció en su primer informe sobre los artículos 28, 56, 57 y 58, correspondería que conociera, en esta oportunidad, las indicaciones N°s. 58, 59, 60, 61 y 62.
Dejamos constancia de las siguientes materias, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado:
I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: N°s. 5, 22 (que pasa a ser 23), 25 (que pasa a ser 26), 26 (que pasa a ser 27), 28 (que pasa a ser 29), 29 (que pasa a ser 30), 30 (que pasa a ser 31), 32 (que pasa a ser 33), 34 (que pasa a ser 35), 36 (que pasa a ser 37), 37 (que pasa a ser 38) , 38 (que pasa a ser 39), 45 (que pasa a ser 46), 48 (que pasa a ser 49), 50 (que pasa a ser 51), 54 {que pasa a ser 55), 55 (que pasa a ser 56), 58 (que pasa a ser 59) y 59 (que pasa a ser 60).
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II.- Artículos que sólo han sido objeto de indicaciones rechazadas: N°s. 14 (que pasa a ser 15), 15 (que pasa a ser 16), 16 (que pasa a ser 17), 19 (que pasa a ser 20), 21 (que pasa a ser 22), 42 (que pasa a ser 43), y 56 (que pasa a ser 57).
III, - Indicaciones aprobadas: N°s. 5,
9,
26, 41 primera parte, 45, 48, 50, 52, 54, 55, 56,
60, y 62.
IV.-   Indicaciones   aprobadas   con
modificaciones: N°s. 1, 2, 4, 7, 8, 13, 25, 29, 31, 32, 38, 43, 44, 46, 53, 57 y 61.
V.- Indicaciones rechazadas: N°s. 3, 6,
10,
11, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24,
24a, 27, 28, 33, 34, 35, 36, 37, 39, 40, 42, 47, 49,
51, 58 y 59.
VI.- Indicaciones retiradas: N°s. 30 y 41 segunda parte.
La indicación N° 1, del H. Senador señor Otero, propone reemplazar la expresión "ingresos mínimos mensuales", que se utiliza en todo el proyecto para determinar las multas que deben imponerse, por "unidades tributarias mensuales".
El H. Senador señor Otero explicó que las leyes que han sido aprobadas recientemente contemplan  las  sanciones  de  multas  en  unidades
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tributarias mensuales, que tienen un valor fijo que se reajusta automáticamente cada mes. Por su parte, el valor de los ingresos mínimos se fija por ley, sin una periodicidad preestablecida ni sujeción necesaria a la variación del índice de precios al consumidor. Agregó que la indicación busca que se uniforme la legislación en el sentido mencionado.
La Comisión compartió el fundamento de la indicación, y, teniendo en vista la relación entre los valores del ingreso mínimo sin incremento -al mes de enero en curso, $34.210-, y de la unidad tributaria mensual -para este mismo período, $ 18.638-, resolvió efectuar las conversiones de las cantidades que señala el proyecto en el sentido de duplicar, en unidades tributarias mensuales, las cantidades expresadas en ingresos mínimos. Ello, con el objeto de mantener aproximadamente el monto en pesos que deba pagar el infractor por concepto de la multa.
- En esa virtud, se aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Soto y señores Letelier, Otero y Pacheco, con modificaciones.
De conformidad a dicho acuerdo resultaron enmendados en el sentido precedentemente expuesto, los artículos 1o, 2o, 3o, 4o, 6o, 7o, 8o, 9o, 10, 11, 12, 24, 39, 41, 52 y 53, como figura en la enunciación de las modificaciones que os proponemos más adelante.
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Artículo 2o
La  indicación N°  2.  del H.  Senador
señor Lagos, tiene por objeto señalar, en el inciso cuarto, que las personas que se encuentren procesadas o hubieren sido condenadas por algunos de los delitos que se sancionan en la ley, no solamente no podrán obtener la autorización para sembrar, plantar, cultivar o cosechar especies vegetales del género Cannabis u otras productoras de substancias estupefacientes o sicotrópicas, sino que, además, respecto de ellas la autorización concedida no tendrá valor y deberá cancelarse.
La Comisión se manifestó de acuerdo con el objeto de la indicación, en orden a que aquellas autorizaciones que hayan sido otorgadas deban cancelarse cuando la persona con posterioridad es condenada por los delitos que se sancionan en esta iniciativa.
Tuvo en cuenta que, no obstante, la situación del procesado es diferente. Si se cancela la autorización, se incurrirá en un daño irreparable en el caso de que en definitiva se le absuelva. Por lo tanto, ella sólo deberá quedar suspendida mientras mantenga tal calidad: si se deja sin efecto el procesamiento se levantará esta medida, y, en cambio, si se dicta sentencia condenatoria ejecutoriada, deberá aplicarse la cancelación respectiva. Es decir, en caso de estar procesado, se produce un efecto suspensivo, que es definitivo cuando existe condena ejecutoriada.
La Comisión, en ese sentido, acordó agregar una disposición a este articulo que señale que las autorizaciones otorgadas se suspenderán si con
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posterioridad a ellas se produce el procesamiento por estos delitos, y se cancelarán, en caso de que el inculpado sea condenado por sentencia ejecutoriada.
En esos términos,  se aprobó,  con
modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Soto y señores Letelier, Otero y Pacheco.
La indicación N°3, del mismo H. señor Senador, extiende la prohibición de otorgar autorizaciones que se contempla en el referido inciso cuarto a las sociedades, cuando no sólo alguno de sus socios o administradores, sino que cualquiera de sus trabajadores y colaboradores, se encuentren procesados o hayan sido sancionados por alguno de los delitos tipificados en la ley.
Juzgó la Comisión que no puede perjudicarse a las sociedades por hechos de sus trabajadores, y, adicionalmente, estimó que el concepto de "colaboradores" es demasiado impreciso.
- Se rechazó por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señora Soto y señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco.
Artículo 8o
La indicación N° 4, del H. Senador señor Urenda, faculta al tribunal para rebajar la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio hasta en dos grados, en caso que el médico, dentista, matrona o
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veterinario recetare drogas o sustancias que no sean capaces de provocar graves efectos tóxicos o daños considerables a la salud pública.
El H. Senador señor Urenda, al presentar su indicación, la fundamentó señalando que ella tiene por objeto armonizar adecuadamente los artículos 1o y 8o de la iniciativa, por cuanto en aquél se puede rebajar la pena cuando la sustancia no produzca graves efectos tóxicos o daños considerables para la salud pública y, en cambio, en el segundo de ellos no se contempla esa posibilidad, que se remite globalmente a las sustancias señaladas en el artículo 1o, dentro de las cuales pueden estar aquellas que no producen dicho efecto. Agregó que en la práctica se producen situaciones muy dudosas, por cuanto drogas o sustancias semejantes tienen una apreciación distinta en la reglamentación que determina las sustancias que son capaces de producir efectos tóxicos o daños considerables a la salud pública y las que no lo son.
Los señores representantes del Ejecutivo afirmaron que, normalmente, cuando se incurre en un ilícito de este tipo, las sustancias o drogas de que se trata son sicotrópicas. Esta disposición razona sobre la base de una circunstancia que, por sí misma, agrava la conducta, cual es tener la calidad de médico, dentista, veterinario o matrona. De aprobarse la indicación, se estaría estableciendo un trato igual para cualquier particular y para estos profesionales de la salud que proveen dicho tipo de sustancias.
La experiencia del Consejo de Defensa del Estado en este tipo de delitos revela que varios médicos, algunos de los cuales se encuentran procesados y   otros   condenados,   han   recetado   sustancias
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sicotrópicas sin siquiera tener pacientes.  Es decir, la norma en actual vigencia ha tenido gran eficacia.
Prosiguieron expresando que el médico,
en lo que refiere al tráfico ilícito, puede actuar como simple particular, o hacerlo en su calidad de tal, y, en este último caso lo hace a través de expedir recetas médicas y, por lo tanto, sin que exista necesidad médica o terapéutica. La esencia de la conducta no consiste en la cantidad de sustancias que receta, sino en el hecho que lo realiza sin necesidad de ello, con el ánimo de lucrarse.
En el seno de la Comisión se aceptó el criterio del Ejecutivo de no contemplar en la especie la posibilidad de rebaja de la pena, pero se estimó insuficiente la exigencia de que la receta se admita "sin necesidad médica o terapéutica", ya que podría entenderse referida a una calificación subjetiva que efectúe el profesional, por lo que se prefirió contemplar como elemento del tipo el abuso de la profesión, tal como lo hace la norma en vigencia.
- Se aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Soto y señores Letelier, Otero y Pacheco, sólo en cuanto a agregar a la disposición el elemento del tipo señalado precedentemente.
Artículo 9o
La indicación N° 5, del H. Senador señor Lagos, tiene por objeto aplicar la sanción que se contempla para el propietario, arrendatario, administrador o tenedor de un bien raíz que lo entregue
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a otra persona, a sabiendas que lo usará para elaborar, almacenar, expender o permitir el consumo de las substancias señaladas en el artículo 1o, también a quien entregue, en esas circunstancias, una casa rodante, vehículo, nave o aeronave.
Los señores representantes del Ejecutivo hicieron ver que esta indicación puede importar la aplicación de una pena inferior para quien entrega el vehículo, casa rodante, nave o aeronave, que la que normalmente le correspondería en calidad de coautor.
La Comisión estimó que, toda vez que el verbo rector de la conducta es "entregar", se puede ejecutar no sólo respecto de un bien raíz para cometer estos actos ilícitos, sino que sobre otro tipo de bienes, como son los que se señalan.
- Se aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Soto y señores Letelier, Otero y Pacheco.
La indicación N° 6, del mismo H. señor Senador, extiende la sanción establecida para el caso de que se entregue el bien raíz a sabiendas que se destinará a las actividades señaladas, también al caso en que se haga no pudiendo menos de saber o suponer que lo empleará en tales propósitos.
La Comisión concordó que la indicación amplía en forma excesiva el ámbito de aplicación del ilícito.
- Se rechazó por la unanimidad de sus
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miembros presentes, HH. Senadores señora Soto y señores Letelier, Otero y Pacheco.
La indicación N° 7. del H. Senador señor Otero, sanciona al propietario, arrendatario, administrador o tenedor de un establecimiento de comercio, cine, hotel, restaurante, bar, centro de baile y música, recinto deportivo u otro de similar naturaleza abierto al público, que permita o tolere habitualmente el tráfico o consumo de drogas o de substancias sicotrópicas o estupefacientes, sabiendo o no pudiendo menos que "saber" la ocurrencia de tales hechos, en lugar de exigir que no pueda menos que "prever" dicha ocurrencia.
El H. Senador señor Otero fundamentó su indicación expresando que el articulo, en la forma que está redactado, resulta excesivo, y sugirió acoger la indicación, con la sola enmienda de emplear la expresión "conocer" en reemplazo de la de "saber" que se propone.
- Se aprobó, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Soto y señores Letelier, Otero y Pacheco.
Artículo 10
La indicación N° 8, del H. Senador señor Lagos, permite al tribunal solicitar otros informes, además del que emite el Servicio de Salud, sobre la substancia suministrada y los efectos tóxicos o sicotrópicos que produce.
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La  Comisión  concordó  en  que  la
indicación es redundante, ya que los tribunales pueden solicitar los informes que estimen pertinentes. Consideró, sin embargo, de amplitud inconveniente y difícil constatación la figura penal consistente en suministrar hidrocarburos aromáticos a menores de 18 años, sabiendo o no pudiendo menos que prever que serán consumidos por dichos menores-
Apuntaron los señores representantes del Ejecutivo que el sistema procesal contempla dos disposiciones que evitan una excesiva rigurosidad e injusticia. Por una parte, de acuerdo al artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, el juez debe llegar a la convicción de que se ha cometido el delito, y por otra, en virtud del artículo 36 de esta ley, la apreciación de la prueba se realiza a través de las reglas de la sana crítica. Añadieron que, sin la posibilidad de prever el destino de los productos, el delito no tendría el alcance preventivo que se quiere obtener.
A la luz de las ideas surgidas en el debate, la Comisión acordó agregar, a continuación de la palabra "prever" el término "fundadamente", acogiendo, en consecuencia, la indicación para ese solo efecto. Este requisito evita que, producto de una simple apreciación, se pueda establecer la responsabilidad penal de quien suministre estas sustancias.
- Se aprobó, en los términos descritos, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Soto y señores Letelier, Otero y Pacheco.
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Artículo 12
La indicación N° 9, del H. Senador señor Otero, sustituye este articulo, con el objeto de dar una redacción distinta a las conductas constitutivas del denominado "lavado de dinero".
El H. Senador señor Otero explicó que la indicación propone incluir en un solo inciso las conductas que se sancionan en los dos primeros incisos del artículo, que se refieren tanto a los dineros que provienen de Chile como del extranjero. Subrayó que los elementos del tipo son dos: conocer la procedencia ilícita de los bienes, valores, dinero, utilidad, provecho o beneficio, y participar en su uso, aprovechamiento o destino, los que quedan consultados en la norma que contiene la indicación.
Los señores representantes del Ejecutivo manifestaron su preocupación por la supresión de la frase "que se dé o se pretenda dar" referida al destino de esos bienes, porque estimaron necesario añadir un elemento subjetivo de culpabilidad, para excluir la tenencia inocente de los bienes, como así también poder sancionar su posesión o tenencia aún antes de que se utilicen ilícitamente, tal como ocurre con la falsificación de moneda.
La Comisión estimó que ese elemento es de difícil determinación y podría pensarse que no se están sancionando hechos, sino que intenciones.
- En consecuencia, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Soto y señores  Letelier,  Otero  y  Pacheco,  aprobó  esta
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indicación.
La indicación N°  10.  del H.  Senador
señor Lagos, agrega, como elemento subjetivo de esta conducta, que la persona evidentemente no haya podido menos que saber o suponer el origen de estos bienes, dineros o valores.
- La Comisión, en consideración a lo predentemente acordado, rechazó la indicación por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Soto y señores Letelier, Otero y Pacheco.
La indicación N° 11, del mismo H. señor
Senador, eleva el monto mínimo de la multa a doscientos ingresos mínimos mensuales.
- Por estimarse que introduciría un desequilibrio en cuanto al monto de las multas para quienes cometan los ilícitos, se rechazó la indicación por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señora Soto y señores Letelier, Otero y Pacheco.
La indicación N° 12. del mismo H. señor Senador, agrega en el inciso segundo el elemento de conocimiento antes mencionado, es decir, que la persona evidentemente no pueda menos que saber o suponer el origen de los bienes.
- En virtud de la aprobación de la indicación N° 9, que contempla una nueva redacción para este artículo, se rechazó por la unanimidad de los
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miembros presentes, HH. Senadores señora Soto y señores Letelier, Otero y Pacheco.
La indicación N° 13, del H. Senador señor Otero, incorpora a continuación del articulo 12 un nuevo artículo, destinado a sancionar al funcionario de Carabineros, de Investigaciones, del Consejo de Defensa del Estado y del Poder Judicial que por premio, paga, prebenda o beneficio de cualquiera especie o naturaleza, oculte, altere, guarde, extravíe o destruya cualquier tipo de evidencia que permita acreditar la existencia de alguno de los delitos establecidos en esta ley o la participación punible de quienes hubieren participado en ellos o dejare sin denunciar hechos que presenten caracteres de alguno de los delitos indicados o permitan sospechar fundadamente de la participación punible en ellos de determinadas personas.
El H. Senador señor Otero señaló que
esta indicación se justifica, toda vez que la ley no sanciona a estos funcionarios públicos que realizan en las conductas que se describen. Agregó que esta norma es una forma efectiva de evitar la corrupción al interior de la Administración del Estado y, a mayor abundamiento, la experiencia demuestra el extravío, destrucción o pérdida de antecedentes de gran importancia. Finalmente, sostuvo que, en esta linea de razonamiento, sería adecuado hacer aplicable la disposición a todo funcionario público que incurra en este tipo de actuaciones.
Los señores integrantes de la Comisión
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se declararon partidarios de esta indicación, con la enmienda destinada a sancionar a todo funcionario público. Compartieron este predicamento los señores representantes del Ejecutivo, quienes estimaron no obstante que las penas privativas de libertad y de multa eran excesivas, por lo que propusieron que fueran disminuidas.
En cuanto a la pena privativa de libertad, la H. Senadora señora Soto planteó que se fijara en presidio menor en cualquiera de sus grados. En cambio, los HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco, creyeron adecuado fijarla en presidio menor en sus grados medio a máximo. Puesta en votación, se acordó establecer esta última, con los votos a favor de los cuatro HH. Senadores recién mencionados y el voto en contra de la H. Senadora señora Soto.
En lo que respecta a la pena pecuniaria, se resolvió, por unanimidad, contemplar la misma aplicable al delito de tráfico ilícito.
- Se aprobó, en la forma expresada, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Soto y señor Fernández, Letelier, Otero y Pacheco, con excepción de la señalada materia, que fue votada en contra por la H. Senadora señora Soto.
Artículo 13
La indicación Nº 14, del H. Senador señor Otero, propone suprimir este artículo, que entrega al Consejo de Defensa del Estado la facultad para iniciar los juicios criminales por el delito de
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"lavado de dinero", una vez concluida la investigación preliminar que se regula en los artículos siguientes.
Los señores representantes del Ejecutivo expresaron que la investigación del "lavado de dinero" es una tarea de suyo compleja, que requiere de una gran agilidad en su realización para lograr alcanzar los objetivos de la misma, porque este tipo de conductas corresponde a delitos que se cometen en varios países, toda vez que el tráfico de drogas se realiza en un país, donde normalmente se obtiene el producto del mismo, y las utilidades luego se intentan traspasar a otros países. Por tanto, la complejidad es consecuencia del carácter central del delito, esto es, ocultar el origen ilícito de las utilidades o ganancias del tráfico de la sustancia prohibida.
En esta misma línea de argumentación,
al revisar la instancia adecuada para llevar a efecto esta tarea de investigar y perseguir la conducta ilícita, se concluyó que el organismo idóneo para ello, dada su vasta experiencia en el tema, desde el año 1973, era el Consejo de Defensa del Estado.
Otro elemento que se tuvo en consideración para concebir esta investigación con las características que le señala el proyecto, es la dificultad que existe para la obtención de los medios probatorios. Juzgaron inadecuado establecer la acción pública para perseguir estos delitos, porque se podría prestar para desacreditar a otras personas.
Por su parte, el señor Ministro de Justicia recalcó que, para poder ser eficaz en esta labor precautoria del Estado, se requiere realizar una tarea de investigación,  de carácter administrativo,
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previa a la judicial.
Aseveró que el denominado "lavado de dinero" corresponde a un delito que no existe en nuestro ordenamiento jurídico, y será el único que participará de esta característica. Los demás delitos relativos al tráfico de drogas mantendrán el carácter de delitos de acción pública que poseen en la actualidad.
En la normativa que se propone se establecen resguardos, como es, entre otros, entregar al Consejo el ejercicio de esta función investigadora y de persecución del delito, sólo cuando cuente con una mayoría importante de sus miembros, lo que protege al inversionista nacional y extranjero de denuncias infundadas de que sea objeto.
Sostuvo que el Consejo de Defensa del Estado otorga garantías tanto por su integración, por su autonomía -consagrada en la reciente modificación a su ley orgánica-, como por su experiencia. Por último, concluyó, las facultades que se le conceden en el proyecto no son novedosas en nuestro ordenamiento jurídico, ya que las poseen en la actualidad organismos como el Servicio de Impuestos Internos, para efectos de la investigación de los delitos tributarios, el Servicio de Aduanas y los Servicios de Salud.
El H. Senador señor Otero, explicando el sentido y alcance de su indicación, expresó que nuestro sistema penal y procesal señala que todos los delitos son de acción pública, salvo aquellos que expresamente se exceptúan, por la naturaleza de los mismos.
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En general, prosiguió, los delitos de
mayor gravedad pueden ser perseguidos por cualquier persona que tenga conocimiento de ellos, por lo que no ve el fundamento para que uno de los ilícitos que participan de dicha calidad puedan ser perseguidos solamente por una institución determinada, como es el Consejo de Defensa del Estado. Añadió que, en la forma como se plantea en la iniciativa de ley, sólo el Consejo es sujeto activo de la acción para sancionar el delito denominado "lavado de dinero" , sin que exista ninguna razón que justifique consagrar en nuestro ordenamiento jurídico un delito de esta naturaleza, con características de acción privada.
En el mismo sentido, señaló que es inadecuado y peligroso limitar toda la labor investigadora relativa a la actividad ilícita del narcotráfico a un grupo de personas reducido, y por lo mismo, vulnerable, compuesto por los integrantes del Consejo de Defensa del Estado.
Recordó que el narcotráfico no sólo actúa por la vía económica, es decir, ofreciendo ganancias, sino que, además, por la vía de la amenaza, como lo demuestran los casos de Colombia y del Perú. En el primero de dichos países, los jueces se vieron obligados a sucumbir a las actuaciones de los grupos de narcotráfico, debiendo abstenerse de conocer y de sancionar a los responsables, y en el segundo, se tuvo que proteger a los jueces manteniendo su identidad bajo reserva.
A su juicio, el sistema vigente es el adecuado, en razón de que el narcotraficante desconoce la identidad de quienes pueden llegar a ejercer e interponer    las    acciones    penales    públicas
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correspondientes.
Concluyó señalando que, en todo caso, en defecto de su indicación, aceptaría la presentada por la H. Senadora señora Feliú, en el sentido de radicar estas atribuciones que se entregan al Consejo de Defensa del Estado, en el Ministerio Público, compuesto por los Fiscales de la Cortes de Apelaciones, que pueden desarrollar una labor de jueces investigadores, distintos de quienes deben juzgar los hechos.
- Sometida a votación la indicación,
ella fue rechazada por tres votos contra uno. Lo hicieron por el rechazo los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco. Votó favorablemente su autor, el H. Senador señor Otero.
El H. Senador señor Fernández fundamentó su voto expresando que la acción privada que se consagra en la iniciativa sólo se refiere al "lavado de dinero", que es un delito nuevo en nuestro ordenamiento jurídico nacional. En nuestro sistema existen precedentes de acciones que participan de esta característica, como son los delitos tributarios, que sólo pueden ser perseguidos por el Servicio de Impuestos Internos , y aquellos que se contemplan en la Ley de Seguridad del Estado, donde el ejercicio de la acción y su posterior desistimiento le corresponden en forma privativa al Ministro del Interior.
En esta misma línea de argumentación,
expresó que las posibles amenazas o riesgos para la seguridad de las personas son aplicables, también, a todos los funcionarios, incluidos los del Ministerio Público,  si  se  aceptara la proposición de  la H.
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Senadora señora Feliú de entregarle estas atribuciones. Esta posibilidad resulta inconveniente, en razón de que los Fiscales de las Cortes de Apelaciones no cuentan con los medios necesarios para desarrollar en forma eficiente dicha función. Por otra parte, en caso de que se concediera acción pública para que los tribunales investigaran estos delitos, se prestarla para que se cometieran acciones de venganza y de desprestigio en contra de las personas, puesto que son difíciles de acreditar -toda vez que los actos que se realizan son lícitos, pero no el origen de los recursos- y también es difícil de explicar ante la opinión pública la absolución de que sea objeto el inculpado, por lo que se le podría causar un daño grave e injustificado..
Por su parte, el H. Senador señor Pacheco señaló compartir plenamente los planteamientos del señor Ministro de Justicia y de los señores representantes del Ejecutivo, que hizo suyos como fundamento de su voto en contra de la indicación.
La indicación N° 15, de la H. Senadora señora Feliú, entrega al Ministerio Público dicha atribución, contemplada en este artículo.
- Se rechazó, asimismo, por tres votos contra uno. Por la negativa lo hicieron los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, y por la afirmativa lo hizo el H. Senador señor Otero.
Artículo 14
La indicación Nº 16. del H. Senador señor Otero,  propone  suprimir este artículo,  que










21.-

entrega al Consejo de Defensa del Estado la facultad de recibir las denuncias e informaciones que cualquier persona o entidad posea respecto de las conductas de "lavado de dinero"; de ordenar, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, la investigación de los hechos, y consulta normas sobre la colaboración que se le preste.
Esta   disposición       otorga     al
Consejo -expresó el H. Senador señor Otero, explicando el sentido de la indicación-, facultades que son privativas de los tribunales de justicia, como es la investigación de delitos. En definitiva, agregó, se le confiere el ejercicio de la función jurisdiccional, que, de conformidad a lo prescrito en el artículo 73 de la Constitución Política, le corresponde en forma exclusiva a los tribunales permanentes contemplados en nuestro ordenamiento jurídico, integrantes del Poder Judicial.
El artículo, a su juicio, vulnera abiertamente dicho precepto constitucional, por cuanto el Consejo de Defensa del Estado ejercerá funciones jurisdiccionales sin pertenecer al Poder Judicial. Es decir, se priva a los tribunales ordinarios de justicia de ejercer esta función para entregársela a un organismo que tiene por objeto defender los intereses del Estado, transformándose, de esta forma, en juez y parte.
En este mismo orden de materias, señaló que la disposición, en caso de mantenerse, altera el sistema del procedimiento penal existente en nuestro ordenamiento jurídico, donde son los tribunales los encargados de recibir las denuncias de los particulares, entregándose, en cambio, esta facultad a
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un organismo que no participa de ninguna de las características de los órganos judiciales. Los únicos que pueden determinar si hay violación de la ley son los tribunales, y, en caso de hacerse una denuncia calumniosa, el afectado tiene derecho a interponer la correspondiente acción penal por ese delito. Aquí, en cambio, quien denuncia no asume ninguna responsabilidad, con la agravante de que el Consejo de Defensa del Estado queda facultado para tomar medidas que, incluso, pueden violentar derechos constitucionales.
Entregar estas atribuciones al Consejo,
prosiguió, significarla dejar a las personas en la indefensión, ya que no contarán con ningún mecanismo para poder impugnar las actuaciones que realicen, salvo los recursos de protección y de amparo.
Por su parte, el señor Ministro de Justicia discrepó de las observaciones planteadas por el H. Senador señor Otero. Manifestó que el proyecto no vulnera en manera alguna la norma del artículo 73 de la Constitución Política. Los tribunales de justicia, agregó, conservan, en forma privativa, el ejercicio de la función jurisdiccional, es decir, la facultad de conocer, resolver y hacer ejecutar lo juzgado.
Expresó que la Administración requiere
medidas de carácter precautorio para prevenir la ocurrencia de determinadas situaciones y cumplir adecuadamente con las atribuciones y obligaciones que les son propias, y así lo confirma el hecho de que esta facultad que se concede al Consejo de Defensa del Estado no es novedosa, ya que la tienen en la actualidad algunos organismos públicos, como son el Servicio de Impuestos Internos, el Servicio de Aduanas,
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y otros, en normas que no se han impugnado en cuanto a su procedencia.
Finalizó su argumentación precisando que los recursos de protección y de amparo que se contemplan en los artículos 20 y 21 de la Constitución Política, respectivamente, fueron establecidos precisamente con esta finalidad, es decir, para que los particulares contaran con un medio para reclamar ante el ejercicio arbitrario de las facultades de la Administración, de forma tal que la iniciativa, bajo ninguna perspectiva, puede considerarse atentatoria contra los derechos fundamentales de las personas.
- Sometida a votación, fue rechazada por tres votos contra uno. Lo hicieron por la negativa, los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco. Por la afirmativa, lo hizo el H. Senador señor Otero.
El H. Senador señor Letelier fundamentó su voto expresando que el proyecto otorga al Consejo facultades para realizar una investigación administrativa previa y las actuaciones conexas a ella, que no configura el ejercicio de funciones jurisdiccionales.
Por su parte el H. Senador señor Fernández, en ese mismo sentido, indicó que el artículo 14 es concordante con la disposición contenida en el artículo 13. Añadió que la investigación secreta que realizará el Consejo no se contrapone con el ejercicio de la función jurisdiccional que compete a los tribunales de justicia. En su opinión el combate al narcotráfico requiere de facultades excepcionales para evitar el daño a la sociedad,  las que,  en otro
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contexto, podrían eventualmente estimarse atentatorias contra derechos fundamentales de las personas. A mayor abundamiento, observó que incluso es posible que, a corto plazo, sea necesario dotar a esta entidad todavía de una mayor agilidad y rapidez en el ejercicio de sus atribuciones. Concluyó señalando que las medidas que se establecen en la iniciativa se justifican, en razón de que se está frente a una de las amenazas más importantes y severas que experimenta la organización social.
Finalmente, el H. Senador señor Pacheco fundamentó su voto expresando que el sentido y alcance de la investigación que realizará el Consejo se encuentra claramente determinado en el inciso tercero del artículo 14, en el cual se precisa, con claridad, que la investigación será preliminar, administrativa y no contenciosa.
La indicación N° 17. de la H. Senadora señora Feliú, entrega las facultades contemplados en este artículo al Ministerio Público.
- Se rechazó por tres votos contra uno.
Lo hicieron por la negativa los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco. Por la afirmativa lo hizo el H. Senador señor Otero.
La indicación Nº 18, de la misma H. señora Senadora, propone suprimir el inciso segundo, que se refiere al quórum que se requiere en el Consejo de Defensa del Estado para ordenar investigar los hechos que puedan configurar tales delitos.
-Al igual que la anterior, fue rechazada con la misma votación.
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La indicación N°  19, del H. Senador
señor Lagos, disminuye el referido quórum a la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo.
El H. Senador señor Pacheco observó que la mayoría de los dos tercios que actualmente se establece otorga mayores garantías.
- Se rechazó por tres votos contra uno.
Votaron negativamente los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco y afirmativamente lo hizo el H. Senador señor Otero.
Artículo 15
La indicación N° 20. del H. Senador señor Lagos, reemplaza el artículo por otro, que exige al Consejo de Defensa del Estado solicitar al tribunal que le permita imponerse de cualquier sumario penal o de otro proceso reservado o secreto en que se sospeche fundadamente la existencia de antecedentes acerca de hechos que configuren alguno de los delitos de "lavado de dinero" para lo cual podrá proporcionarle verbalmente antecedentes fundados.
Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que la atribución a que se refiere este artículo la tiene el Consejo de Defensa del Estado de acuerdo a su Ley Orgánica y para su ejercicio no requiere de la autorización de los tribunales.
- La Comisión la rechazó por tres votos contra uno. Por la negativa se pronunciaron los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, y por
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la afirmativa, el H. Senador señor Otero.
La indicación N° 21, de la H. Senadora señora Feliú, entrega esta facultad al Ministerio Público.
En concordancia con  los  acuerdos
anteriormente adoptados por la Comisión, se rechazó por tres votos contra uno. Se manifestaron por la negativa los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, y por la afirmativa, el H. Senador señor Otero.
Artículo 16
La indicación N° 22, del H. Senador señor Lagos, sustituye este precepto por otro, que, en su inciso primero, obliga al Consejo de Defensa del Estado a requerir, a través del tribunal correspondiente, la colaboración a las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado, centralizada o descentralizada, y a las entidades de derecho privado en que el Estado o sus instituciones tengan aportes o participación igualitaria o mayoritaria, debiendo para ello proporcionar verbalmente antecedentes fundados.
En el inciso segundo, se exige al Consejo que el ejercicio de la atribución para requerir a los bancos u otras entidades financieras, antecedentes sobre cuentas corrientes bancarias, depósitos u otras operaciones sujetas a secreto o reserva, lo haga a través del tribunal correspondiente, de igual forma.
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Sus incisos tercero y cuarto se mantienen sin alteraciones.
Los señores representantes del Ejecutivo repararon que es una posición extrema que, para solicitar información a otros organismos públicos, se deba requerir la autorización del tribunal. Afirmaron que la indicación no importa un mejor funcionamiento, y que en la ley vigente no se requiere autorización de ninguna especie para realizar estos cometidos.
-
Se rechazó por dos votos contra uno.
Votaron por la negativa los HH.  Senadores señores Letelier y Pacheco y por la afirmativa el H. Senador señor Otero.
La indicación N° 23, de la H. Senadora señora Feliú, al igual que las indicaciones signadas con los números 15, 17 y 21, propone conceder esta atribución al Ministerio Público.
-
Se rechazó por dos votos contra uno.
Concurrieron a la negativa los HH. Senadores señores Letelier y Pacheco y por la afirmativa se pronunció el H. Senador señor Otero.
La indicación N° 24, del H. Senador señor Otero, propone suprimir el inciso segundo, que se refiere a la facultad del Consejo para levantar el secreto bancario.
El H. Senador señor Otero, al explicar el alcance de la indicación, señaló que este inciso está afectando uno de los derechos que las personas
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poseen para defender y resguardar su privacidad.
Agregó que en nuestro país no existe
ningún organismo que cuente con estas facultades, salvo el Servicio de Impuestos Internos, cuyas atribuciones solamente se limitan a aspectos tributarios, y debe dictarse una resolución fundada para ello. En el contexto internacional, la policía de los Estados Unidos de América, cuando quiere actuar afectando los derechos de las personas, necesita efectuar una exposición de los motivos que lo justifican ante los tribunales. Señaló que acepta que se entregue la facultad de alterar el secreto bancario, pero en la medida que exista una intervención del tribunal, autorizando dicha actuación.
El  H.  Senador  señor  Letelier
se
manifestó contrario a la indicación, ya que,  si
el
Consejo no cuenta con esta facultad, fracasará
la
investigación.
El señor Ministro de Justicia expresó que el ejercicio de esta atribución por el Consejo se hará en estricta reserva, elemento que resulta esencial, en general, para el conjunto de facultades que se está entregando a este organismo.
Los señores representantes del Ejecutivo anotaron que el criterio general que ha inspirado todo el proyecto es que se está ante una situación excepcional, de extrema gravedad, que requiere de medidas especiales, para poder detener a tiempo la perpetración de los ilícitos relacionados con el narcotráfico, lo que hace indispensable que se flexibilicen las normas de una manera que, en otro
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contexto, resultaría tal vez improcedente.
Recalcaron que, en materia internacional, los tratados sobre la materia permiten la apertura del secreto bancario frente a este tipo de delitos, y que el particular debe sentirse seguro de que la reserva será mantenida, si toma en consideración las sanciones que se contemplan para el funcionario que debe cumplir con esta labor.
-
Sometida a votación, fue rechazada
por  tres  votos  contra  uno.  Negativamente,   se
manifestaron  los  HH.  Senadores  señores  Fernández,
Letelier y Pacheco y por la afirmativa se inclinó el H.
Senador señor Otero.
La indicación N° 24a. de la H. Senadora
señora Feliú, entrega al Ministerio Público la atribución para solicitar a los notarios, conservadores y archiveros la documentación que requiera, los que deberán entregarla en forma rápida y expedita.
-
Fue rechazada por tres votos contra
uno. Por la negativa se pronunciaron los HH. Senadores
señores  Fernández,  Letelier  y  Pacheco,  y  por  la
afirmativa el H. Senador señor Otero.
Artículo 17
La indicación Nº 25. del H. Senador señor Otero, da una nueva redacción a los incisos primero y segundo de este articulo, que reúne en uno solo, eliminando el secreto de la investigación preliminar, y sancionando la entrega o difusión de información sobre los antecedentes que se soliciten,
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incluso el hecho de haber sido requeridos.
La Comisión decidió aceptar la proposición, pero complementándola con la oración inicial que se contempla en el artículo 17 aprobado en el primer informe, que se refiere al secreto de la investigación preliminar.
- Con esa modificación, se aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Letelier, Otero y Pacheco.
La indicación N° 26, del H. Senador señor Lagos, que sustituye el inciso tercero, relativo a la tipificación de la resistencia o negativa para entregar la documentación pertinente, incorpora como elementos de juicio para determinar la existencia de dichas conductas, la demora por más tiempo de lo que la sana lógica, el justo criterio o el conocimiento técnico o profesional indiquen como adecuado u oportuno para la elaboración y entrega de dichos informes.
-
La Comisión, en virtud de la mayor
claridad que contempla la indicación para el inciso, la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Letelier, Otero y Pacheco.
La indicación Nº 27, de la H. Senadora señora Feliú, concede al Ministerio Público la obligación de perseguir la responsabilidad penal o civil que corresponda por aplicación de este articulo.
-
Se rechazó por mayoría de votos. Se
manifestaron por la negativa, los HH. Senadores señores
Letelier y Pacheco, y por la afirmativa el H. Senador
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señor Otero.
Artículo 18
La indicación N° 28. de la H. Senadora señora Feliú, sustituye el encabezamiento de este articulo, relativo a otras atribuciones del Consejo de Defensa del Estado, a fin de que ellas se refieran al Ministerio Público.
Se rechazó al  recibir  los votos
negativos de los HH. Senadores señores   Letelier y Pacheco, y el afirmativo del H. Senador señor Otero.
La indicación N° 29, del H. Senador señor Otero, suprime la facultad del Consejo para recoger e incautar la documentación y los antecedentes probatorios que estime necesarios para la investigación de los hechos.
El H. Senador señor Otero precisó que esta indicación tiene por objeto evitar que el Consejo pueda allanar la casa o la oficina de un particular y retirar todas las especies que desee sin que éste tenga derecho a defensa, que es la facultad que le concede la disposición. Incluso puede significar que se vea afectada documentación sin ninguna relación con el delito que se investiga. A mayor abundamiento, indicó que esta atribución ni siquiera la puede ejercer un juez, para quien se fijan diversos requisitos en el Código de Procedimiento Penal, y en contra de cuya resolución se pueden interponer los recursos pertinentes.
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Los    señores   representantes   del
Ejecutivo sostuvieron que el funcionario público que realiza esta actuación asume las responsabilidades funcionarías y penales que correspondan y, por cierto, procedería, si es arbitraria, el recurso de protección. Añadieron que la norma no tiene por propósito, ni tampoco ha estado en el ánimo del Ejecutivo, incautar toda la documentación que se encuentre en un determinado lugar, sino solamente aquella que tiene directa relación con el delito materia de la investigación.
Luego de debatir el tema, la Comisión resolvió adicionar la letra a) del artículo 18, con una norma en el mismo sentido que la contemplada en el artículo 169 del Código de Procedimiento Penal, es decir, permitir la incautación cuando aparezcan indicios graves de que, de esta diligencia, haya de resultar el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante para la investigación.
- En consecuencia, se aprobó con la modificación expresada, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Letelier, Pacheco y Otero, quien la votó favorablemente en razón de que los términos iniciales en que ella fue presentada no fueron acogidos en el seno de la Comisión.
La indicación N° 30. del mismo H. señor Senador, elimina la facultad para decretar órdenes de arraigo administrativas.
El H. Senador señor Otero señaló compartir el criterio de la indicación que sigue a
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continuación, de la H. Senadora señora Feliú, por lo
que la retiró.
La indicación N° 31, de la H. Senadora señora Feliú, elimina, de la misma forma, el arraigo administrativo, al permitir que se solicite arraigo judicial.
Los señores representantes del Ejecutivo expresaron que con esta indicación puede restarse agilidad a la investigación y verse afectada ella misma. Destacaron que el Consejo deberá actuar siempre existiendo antecedentes serios para ello, ya que, en caso contrario, será procedente el recurso de amparo.
Los HH. Senadores señores Letelier y
Otero discreparon de ese planteamiento, por estimar que la indicación no afectará la agilidad de la investigación, ya que podrá obtenerse rápidamente la autorización del tribunal. Asimismo, y con el objeto de determinar específicamente el juez competente ante quien se deberá ocurrir, expresaron que debería ser el juez del crimen en cuya jurisdicción tenga su domicilio el Consejo de Defensa del Estado.
- Sometida a votación la indicación con esa enmienda, fue aprobada por dos votos contra uno. Afirmativamente se pronunciaron los HH. Senadores señores Letelier y Otero, y por la negativa lo hizo el H. Senador señor Pacheco.
El H. Senador señor Pacheco fundamentó su voto en contra señalando que establecer un trámite de esta naturaleza resulta engorroso y contradictorio con  las  características  que  quiso  dársele  a  la
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investigación del Consejo de Defensa del Estado.
La indicación N° 32, del H. Senador señor Otero, suprime la atribución del Consejo para ordenar, por un plazo no superior a 60 días, las medidas precautorias que estime conducentes a evitar la conversión del provecho ilícito en actividades que oculten o disimulen su origen delictual, enunciadas en el artículo 20.
El H. Senador señor Otero, refiriéndose al sentido de la indicación presentada, manifestó que la disposición en comento otorga al Consejo todas las facultades propias que tiene en la especie el juez del crimen, con anterioridad a la actuación de este órgano judicial.
Fue de opinión de que la facultad para decretar estas medidas precautorias sea ejercida por conducto del juez competente, que, según lo acordado anteriormente, debe ser aquél en cuyo territorio jurisdiccional tiene su domicilio el Consejo de Defensa del Estado.
Asimismo, y, para resguardar los derechos del afectado, sugirió establecer en el mismo articulo, que cuando se tomen estas medidas, se le dé una copia de la resolución, la que podrá ser administrativa o judicial, aspecto que propuso consignar expresamente.
El H. Senador señor Pacheco expresó su opinión en contrario a la intervención del tribunal, porque dificultará logar la finalidad de la atribución que se está entregando, cual es impedir a la brevedad
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la disposición de los bienes.
-
Sometida a votación la indicación con
la modificación referida, fue aprobada con los votos favorables de los HH. Senadores señores Letelier y Otero,  y el voto en contra del H.  Senador señor Pacheco.
Las  modificaciones  restantes  al
articulo  -recién  apuntadas-    se  acogieron  por  la unanimidad de los mencionados HH. señores Senadores.
La indicación N° 33, del H. Senador señor Lagos, exige que el Consejo, para el cumplimiento de las medidas enumeradas en este articulo, con excepción de la que consiste en efectuar actuaciones en el exterior, solicite la autorización judicial correspondiente.
El H. Senador señor Otero expresó que se manifestaba en contra de la indicación sólo en razón de que la idea que ella contiene, en lo sustancial, ya fue recogida en el artículo.
-
En esa virtud, fue rechazada por la
unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,
HH. Senadores señores Letelier, Otero y Pacheco.
La indicación N* 34. asimismo del H.
Senador señor Lagos, intercala un artículo nuevo, que exige como única formalidad para que el tribunal autorice al Consejo de Defensa del Estado para cumplir
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con las atribuciones que se le conceden en esta ley, la simple constancia escrita de dicha autorización, que quedará únicamente en poder del Consejo. Añade que, para el caso que recabar la autorización pueda frustrar o malograr el éxito de las actuaciones o diligencias correspondientes, el Consejo podrá realizar dichas actuaciones por propia resolución administrativa, debiendo, no obstante, dar cuenta de ellas al tribunal dentro de las 72 horas de iniciadas o efectuadas.
- En consideración al rechazo de la indicación N° 20, que se encuentra en directa relación con ésta, se rechazó, unánimemente, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco.
Artículo 19
La  indicación  N° 35,  de  los  HH.
Senadores señora Feliú y señor Otero, plantea suprimir este articulo, que otorga a los miembros del Consejo de Defensa del Estado, con el voto favorable de los dos tercios de sus miembros, la facultad de resolver acerca de la procedencia de la acción penal, o de ordenar el archivo de los antecedentes que obren en su poder, una vez concluida la investigación preliminar.
En  virtud  de  lo  acordado  con
anterioridad por la Comisión, se rechazó la indicación con los votos de los HH. Senadores señores Fernández,
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Letelier y Pacheco.  En favor de ella, votó el H. Senador señor Otero.
La indicación N°36. del H. Senador señor Lagos, rebaja el quórum que se requiere en el Consejo para determinar la procedencia de la acción penal a la simple mayoría de sus integrantes.
- Se rechazó por mayoría de votos. Por la negativa, se pronunciaron los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco y por la afirmativa el H. Senador señor Otero.
Artículo 20
La indicación N° 37. del H. Senador señor Otero, efectúa una alteración formal en la redacción del inciso primero, sustituyendo la expresión "deducida" por "iniciada", que se refiere a la acción penal.
El H, Senador señor Otero explicó que,
en razón de que su planteamiento consistía en que la acción penal por los delitos relacionados con el denominado "lavado de dinero" fuera de carácter pública, resultaba adecuado utilizar el término "iniciada". En virtud del rechazo que se ha dado a sus indicaciones que prescribían tal carácter para esta acción, aceptó que la presente también debería desecharse, sin perjuicio de que corresponda reponerla en el caso de que la  Sala acoja aquellas otras indicaciones, que renovará en su oportunidad.
- En consecuencia, se rechazó por la
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unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco.
La indicación N°38. del mismo H. señor Senador, suprime el inciso segundo, que consagra la presunción legal acerca del origen ilícito de los bienes a que se refieren los artículos anteriores.
El H. Senador señor Otero argumentó que este inciso es del todo inconveniente, por cuanto, al suponer el carácter ilícito de los bienes que sean de propiedad de las personas relacionadas con las conductas descritas anteriormente, altera la carga de la prueba, en tanto es quien se defiende de la acción judicial el que debe demostrar la licitud de sus respectivos bienes. Ello, añadió, constituye una alteración gravísima a todo nuestro ordenamiento jurídico, conforme al cual el origen ilícito debería ser probado por el Consejo de Defensa del Estado.
Los señores representantes del Ejecutivo trajeron a colación el caso del contribuyente que debe acreditar, ante el Servicio de Impuestos Internos, el origen de los dineros con que adquiere determinados bienes. En este mismo sentido, afirmaron, va la idea de que, si la persona está procesada por el delito denominado "lavado de dinero", se encuentra en la obligación de demostrar la licitud de la inversión para los efectos de esta ley, sea justificable tributariamente o no lo sea. Con ese objeto, atendida la especialidad de esta legislación -y particularmente la intervención de testaferros- se justifica que se altere la carga de la prueba.
El  H.  Senador  señor Otero  replicó
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expresando que, en materia tributaria, la ley no presume que la persona esté incumpliendo con sus obligaciones, sino que obliga a que se justifique el origen de los dineros. En cambio, aquí se está presumiendo el origen ilícito de todos los bienes.
Precisaron los señores representantes del Ejecutivo que el propósito de la norma es poder "congelar" los bienes, sin que ello obste a que, en virtud de las reglas generales del Código de Procedimiento Penal, los terceros inocentes puedan pedir la devolución de los que les pertenezcan. Asimismo, la licitud de la adquisición de los bienes podrá probarse por todos los medios de prueba.
Como consecuencia del debate, la Comisión resolvió perfeccionar la redacción del inciso primero, y para tal efecto eliminó la referencia al uso, aprovechamiento', beneficio o destino "que quiera dárseles" a los bienes -expresión ya suprimida en el nuevo texto del artículo 12-, y precisar que estos son los provenientes de los delitos materia del proceso.
En cuanto al inciso segundo, la mayoría de la Comisión decidió conservar la presunción legal, pero aludiendo a los bienes a que se refiere el inciso primero.
En  esa  virtud,  se  aprobó  esta
indicación con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco, para el sólo efecto de realizar las adecuaciones a ambos incisos de este artículo.
 Artículo 21
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La indicación N°39, de la H. Senadora señora Feliú, suprime este articulo, donde se contempla la facultad del Consejo de Defensa del Estado de proporcionar información a organismos extranjeros sobre operaciones sujetas a secreto o reserva, para que ella sea utilizada en la investigación de delitos de tráfico de estupefacientes o de aprovechamiento de sus utilidades, que hayan tenido lugar fuera de Chile.
- Se rechazó por la unanimidad de los
miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
La indicación N°40, del H. Senador señor Otero, elimina la obligación de la Superintendencia de Bancos de entregar la información que le fuere requerida por el Consejo de Defensa del Estado, para ser proporcionada a los organismos extranjeros autorizados.
Se rechazó,  al recibir los votos
negativos de los miembros presentes HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, y el voto afirmativo de su autor.
Artículo 23
La indicación N°41, del H. Senador señor Otero, reemplaza su número 5 , que considera como circunstancia agravante que el delito sea cometido por funcionarios públicos, por otro que lo complementa, considerando además la pena de inhabilitación absoluta perpetua si el delito fuere cometido por funcionarios
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de Carabineros , Investigaciones, Consejo de Defensa del Estado o Poder Judicial.
El H. Senador señor Otero limitó la indicación presentada a la primera parte, retirando la segunda, esto es, la sanción especial contemplada para los funcionarios públicos que se señalan, por cuanto se configuró respecto de ellos un delito especial, al acogerse la indicación N° 13, de su autoría
- Se aprobó la primera parte de la indicación por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco.
Artículo 27
La indicación N°42, del H. Senador señor Lagos, amplía el comiso de los bienes de terceros facilitados o adquiridos, no sólo "a sabiendas" del destino u origen de los mismos, sino que con evidencia de no poder menos de saber o suponer o haber sabido o supuesto dicho destino u origen.
- Se rechazó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 31
La indicación N°43. del H. Senador señor Otero, confiere el carácter de absoluta a la pena de inhabilitación temporal, que allí se establece para los jueces que cometan abusos en el ejercicio de la
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facultad que el articulo concede para interceptar comunicaciones o documentos privados, u observar personas.
La Comisión, dada la naturaleza de delito, consideró oportuno permitir la aplicación de esta pena en todos sus grados, esto es, de tres años y un día a diez años, y consignarlo expresamente.
En   consecuencia,   aprobó   la
indicación, en esos términos, unánimemente, por sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco.
Artículo 33
La  indicación  N°44,   de  S.E.   el
Presidente de la República, sustituye este articulo por otro, que en lo sustancial mantiene sus disposiciones, con algunos cambios tales como el aumento de la pena para quien violare el secreto de estas actuaciones, que se hace extensivo a cualquier persona, y la restricción del acceso al cuaderno secreto.
Los señores representantes del Ejecutivo informaron que se reordenaron las materias contenidas en esta disposición, otorgándoles una secuencia lógica, y la principal modificación es que no se da conocimiento de las piezas pertinentes del cuaderno secreto al procesado, al dictarse el auto de procesamiento. Se mantuvo el acceso a dicho cuaderno solamente cuando las piezas pertinentes se hagan valer en su contra en la acusación o en la sentencia definitiva.
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El H. Senador señor Otero expresó su
desacuerdo con negar el conocimiento de las piezas del cuaderno secreto en caso de existir auto de procesamiento, dada la importancia que reviste esta resolución. Agregó que no debe perjudicarse el derecho del procesado a una adecuada defensa, lo que se estarla afectando de contemplarse esta excepción.
Observó el señor Ministro de Justicia
que, en la medida que puede apelarse del auto de procesamiento aún sin tener conocimiento del sumario, como ocurre habitualmente, la persona no se encuentra en la indefensión, e hizo presente la necesidad de compatibilizar el acceso al cuaderno secreto con el conocimiento del sumario.
La Comisión convino en no mantener la excepción de acceso a las piezas pertinentes del cuaderno secreto para el inculpado en contra del cual se dicte auto de procesamiento, sino que permitirlo, en la medida que tenga conocimiento del sumario.
Con  ese  cambio,  se  aprobó  la
indicación por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco.
Artículo 35
La indicación N° 45. de S.E. el Presidente de la República, reemplaza su inciso segundo, que consideraba procedente la extradición pasiva aún en ausencia de reciprocidad sobre la materia, por otro, que declara que estos delitos serán susceptibles de extradición, tanto activa como pasiva,
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aún en ausencia de reciprocidad o de tratado sobre la materia.
Los señores representantes del Ejecutivo justificaron la incorporación de la extradición activa en este precepto, sobre la base de que, cuando nuestro país solicita la extradición, de conformidad al artículo 637 del Código de Procedimiento Penal, debe determinarse si ella es o no procedente conforme a las reglas dadas en los tratados internacionales celebrados con los países en los cuales el reo se encontrare o, en defecto de tratado, con arreglo a los principios del derecho internacional. En consecuencia, arguyeron, resulta conveniente una norma que declare que, al solicitar la extradición activa, no se requiere la existencia de un tratado internacional.
- Se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco.
Artículo 41
La indicación N° 46, del H. Senador señor Otero, sustituye el inciso primero, incluyendo a vía de ejemplo el consumo en establecimientos educacionales de cualquier nivel y en los estadios; eleva el monto de la multa y dispone que se aplique el máximo de ella para el caso en que la falta se cometa en lugares de detención, recintos militares o policiales, o establecimientos educacionales, y aumenta la suspensión de la licencia de conducir hasta por un año.
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Después de analizar la indicación, la
Comisión fue partidaria de rebajar el monto mínimo de la multa que se proponía a los consumidores de drogas -una unidad tributaria mensual- a la mitad, toda vez que razonó que ella puede resultar excesiva si se considera que, en algunos casos, son personas de muy bajos ingresos. Por otra parte, prefirió aludir en forma separada a los establecimientos educacionales, por cuanto podría sostenerse que, propiamente, ellos no son lugares abiertos al público.
En lo que se refiere a la sanción para los funcionarios administrativos de los establecimientos educacionales, optó por referirse a ellos como funcionarios o trabajadores, para comprender la calidad de servidores públicos o empleados del sector privado que revistan.
- En esa virtud, la Comisión aprobó esta indicación, con modificaciones, por mayoría de votos. Afirmativamente, se pronunciaron los HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco, y por la negativa el H. Senador señor Vodanovic.
La  indicación  N°47,  de  los  HH.
Senadores señora Soto y señores Calderón, Gazmuri y Núñez, elimina la sanción por el consumo en lugares privados, cuando hay concierto previo.
El señor Ministro de Justicia recordó que en la H. Cámara de Diputados se aprobó sancionar toda forma de consumo privado, lo que resulta exagerado si se considera que el consumo de drogas constituye una enfermedad y que el consumo público se sanciona por un efecto  ejemplificador  para  las  demás  personas,
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especialmente en aquellos lugares donde se utiliza como una forma de liderazgo juvenil. Agregó que S. E. el Presidente de la República estimó oportuno sancionar el consumo privado cuando las personas se conciertan con tal propósito, toda vez que se ha podido detectar que se realizan arriendos de casas o departamentos para poder efectuar dicha conducta.
- Se rechazó por cuatro votos contra uno. Por la negativa, se pronunciaron los HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco, y por la afirmativa el H. Senador señor Vodanovic.
La indicación N°48, del H. Senador señor Otero, modifica el inciso tercero, relativo al quebrantamiento de condena y a la reincidencia, en el sentido de precisar que la reincidencia es en faltas de la misma naturaleza; aumentar las penas al doble, en lugar de aplicar dos o más, y ampliar el margen de la pena alternativa privativa de libertad, permitiendo que se aplique en un grado superior.
- La Comisión lo aprobó por cuatro votos contra uno. Por la afirmativa, se pronunciaron los HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco, y por la negativa el H. Senador señor Vodanovic.
La   indicación  N°49.   de  los  HH.
Senadores señora Soto y señores Calderón, Gazmuri y Núñez, suprime la pena de prisión en el caso de quebrantamiento de condena o de reincidencia, considerado en el referido inciso tercero.
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- Se rechazó por mayoría de votos.
Negativamente, se pronunciaron los HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco, y en forma afirmativa el H. Senador señor Vodanovic.
La indicación N°50, del H. Senador señor Otero, intercala un nuevo inciso cuarto, considera la aplicación de la pena de prisión por vía sustitutiva y de apremio, si el sentenciado no pagare la multa dentro de cinco días de notificada la sentencia. La prisión se regulará en un día por cada media unidad tributaria mensual, con un tope de treinta días.
- Se aprobó por mayoría de votos. Por la afirmativa, se manifestaron los HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco, y votó en contra el H. Senador señor Vodanovic.
Artículo 42
La indicación N*51. de los HH. Senadores señora Soto y señores Calderón, Gazmuri y Nüñez, suprime los incisos primero y segundo, relativos a la obligatoriedad para la policía de detener a los autores de las faltas señaladas y ponerlos de inmediato, o en la audiencia más próxima, a disposición del juez del crimen competente, y a la inaplicabilidad, en la especie, de las normas sobre delito flagrante.
Se rechazó por mayoría de votos. Negativamente,  se  pronunciaron  los  HH.  Senadores
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señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco, y en forma afirmativa el H. Senador señor Vodanovic.
Artículo 43
La  indicación N°52.
del  H.  Senador
señor Otero,  sustituye la palabra
"advertirá"  por
"advirtiere", a fin de adecuar el
tiempo verbal al
utilizado por el resto del artículo.
La  Comisión coincidió  en que  la
indicación realiza una adecuación formal que es pertinente, por lo que la aprobó por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero, Pacheco y Vodanovic.
La indicación N°53, del mismo H. señor Senador, propone suprimir la oración final, que da por comprobado el hecho constitutivo de la falta, sólo con las aseveraciones contenidas en el parte policial.
Después de examinar la
indicación, la
Comisión decidió mantener la oración
final de este
artículo, suprimiendo únicamente la
frase que la
encabeza "Para estos efectos".
Sometida a votación,  lo  hicieron
afirmativamente, en esos términos, los HH. Senadores presentes señores Fernández, Letelier, Otero, quedando aprobada en forma unánime.
Artículo 44
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La indicación N°54, del H. Senador señor Otero, reemplaza la palabra "regularmente" por "legalmente", al referirse a los testimonios que presten los funcionarios policiales en los respectivos partes o denuncias.
- Se aprobó por la unanimidad de los miembros, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco .
Artículo 46
La indicación N°55, del mismo H. señor Senador, establece la aplicación de las disposiciones de este Título de la ley a los menores de 18 y mayores de 14, con la salvedad de que ellos serán juzgados por jueces de menores y se les aplicarán las sanciones que se establecen en esta ley o las medidas contempladas en la Ley de Menores.
- Sometida a votación, fue aprobada con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Otero, quienes lo hicieron afirmativamente. Los HH. Senadores señores Pacheco y Vodanovic lo hicieron por la negativa.
Artículo 49
La indicación N°56. de S.E. el Presidente de la República, reemplaza este articulo, a fin de sustraer de las materias que deberá regular el reglamento, las normas sobre producción y comercialización de precursores y sustancias químicas esenciales a que se refiere el artículo 6º.
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El señor Ministro de Justicia expresó que se elimina esa mención, por ser suficiente la reglamentación actualmente vigente,
- Se aprobó por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero, Pacheco y Vodanovic.
Artículo 51
La indicación Nº57. del H. Senador señor Lagos, permite excepcionalmente a los abogados y procuradores de la administración del Estado patrocinar o representar a inculpados o procesados en virtud de esta ley, cuando el funcionario o sus parientes que enuncia tengan un derecho que les ataña directamente..
La Comisión acogió el mérito de la indicación, pero concordó en que la liberación de la prohibición de defender a determinadas personas que se encuentran ligadas por lazos de parentescos, no puede extenderse a quienes se encuentren ligados por afinidad hasta el segundo grado, por lo que eliminó dicha referencia.
- Se aprobó, con esa modificación, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero, Pacheco y Vodanovic.
Artículo 56
La indicación N°58. de la H. Senadora señora Feliú, suprime este articulo, que crea en el
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Consejo de Defensa del Estado un Departamento de Control del Tráfico Ilícito de Estupefacientes, y le otorga la facultad de efectuar la investigación preliminar y de supervigilar y coordinar el ejercicio y sostenimiento de la acción penal, en los casos que se refieren los artículos 12 y 14.
- Se rechazó por mayoría de votos. Por
la negativa, se pronunciaron los HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Pacheco y Vodanovic, y por la afirmativa el H. Senador señor Otero.
Artículo 57
La indicación N°59. de la H. Senadora señora Feliú, elimina este artículo, que crea en la planta del Consejo de Defensa del Estado los cargos necesarios para cumplir las funciones que esta ley le asigna.
Se rechazó por mayoría de
votos.
Suscribieron la negativa los HH.  Senadores
señores
Fernández,  Letelier,  Pacheco  y  Vodanovic,
y  la
afirmativa el H. Senador señor Otero.
La indicación N°60. del H. Senador señor Lagos, hace expresamente exigible el requisito de experiencia en el Consejo de Defensa del Estado para el Jefe del nuevo Departamento que se crea, del cual el proyecto lo liberaba.
- Se aprobó, sin modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Pacheco y Vodanovic.
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La indicación N°61, del mismo H. señor
Senador, aumenta a cuatro años el tiempo de experiencia requerido para ocupar el cargo mencionado anteriormente.
Se  aprobó,   con  modificaciones
formales, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Pacheco y Vodanovic.
La indicación N°62, de S. E. el Presidente de la República, agrega un articulo transitorio nuevo, que modifica la ley N°19.259, de Presupuestos del Sector Público para 1994, en la partida correspondiente al Consejo de Defensa del Estado, incrementando la dotación máxima de personal, a fin de considerar el que laborará en el nuevo Departamento creado por esta ley.
- Se aprobó, sin modificaciones, como artículo 2o transitorio, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Pacheco y Vodanovic.
De conformidad a las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión os propone que aprobéis las siguientes modificaciones al proyecto
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contemplado en el primer informe:
Artículo 1o
Reemplazar en el inciso primero la oración "veinte a doscientos ingresos mínimos mensuales" por "cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales".
Artículo 2o
· Sustituir en el inciso primero la
oración   "veinte  a  doscientos  ingresos  mínimos
mensuales"  por  "cuarenta  a  cuatrocientas  unidades
tributarias  mensuales";  y  reemplazar  la  expresión
numérica "41" por "42".
· Agregar el siguiente inciso final,
nuevo:
"Se suspenderá la autorización otorgada
si con posterioridad a ésta se produce el procesamiento de que se trata; y se cancelará definitivamente, en caso de condena por sentencia firme o ejecutoriada.".
Artículo 3o
Reemplazar la oración "veinte a doscientos ingresos mínimos mensuales" por "cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales".
Artículo 4o
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Sustituir  la  frase  "diez  a  cien
ingresos mínimos mensuales" por "veinte a doscientas unidades tributarias mensuales".
Artículo 5o
Reemplazar,  en  su  inciso  final,  el guarismo "41" por "42".
Artículo 6o
Cambiar las expresiones "veinte a doscientos ingresos mínimos mensuales" por "cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales".
Artículo 7o
Reemplazar la oración "veinte a doscientos ingresos mínimos mensuales" por "cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales".
Artículo 8o
Agregar   a   continuación   de   la
preposición "que", entre comas ( , ) la expresión "con abuso de su profesión"; y sustituir la oración "veinte a doscientos ingresos mínimos mensuales" por "cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales".
Artículo 9o
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-Incorporar en el  inciso  primero,
luego de la expresión "bien raíz" y antecedidas de una coma (,), las palabras "casa rodante, vehículo, nave o aeronave"; y sustituir en el mismo inciso la oración "veinte a cien ingresos mínimos mensuales" por "cuarenta a doscientas unidades tributarias mensuales".
- Reemplazar en el inciso segundo el verbo "prever" por "conocer".
Artículo 10
Intercalar en el inciso primero, a continuación de la palabra "prever" el adverbio "fundadamente"; y reemplazar en el mismo inciso la frase "veinte a cien ingresos mínimos mensuales" por "cuarenta a doscientas unidades tributarias mensuales".
Artículo 11
Sustituir en el inciso primero las expresiones "cinco a cincuenta ingresos mínimos mensuales" por "diez a cien unidades tributarias mensuales".
Artículo 12
Reemplazarlo por el siguiente
"Artículo 12.- El que, a sabiendas que determinados  bienes,  valores,  dineros,  utilidad.
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provecho o beneficio se han obtenido o provienen de la perpetración, en Chile o en el extranjero, de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en esta ley, participe o colabore en su uso, aprovechamiento o destino, será castigado con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de doscientas a mil unidades tributarias mensuales.
Se entiende por uso, aprovechamiento o destino, todo acto, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, que permita adquirir o entrar en tenencia, posesión o dominio de los bienes de que se trate, sea de manera directa o indirecta, originaria o derivada, simulada, oculta o encubierta."
Consultar, a continuación del artículo
12, el siguiente, nuevo, cambiando correlativamente la numeración de los restantes:
"Artículo 13.- Todo funcionario público
que, por premio, paga, prebenda o beneficio de cualquier especie o naturaleza, ocultare, alterare, guardare, extraviare o destruyere cualquier tipo de evidencia que permita acreditar la existencia de alguno de los delitos establecidos en la presente ley o la participación punible de quienes hubieren participado en ellos o dejare sin denunciar hechos que presenten caracteres de alguno de los delitos indicados o permitan sospechar fundadamente de la participación punible en ellos de determinadas personas, será castigado con presidio menor en sus grados medio a
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máximo, multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales e inhabilitación absoluta perpetua para el ejercicio de cargos u oficios públicos y profesiones titulares."
Artículo 13
(Pasa a ser 14)
Sustituir   la   expresión   "artículo anterior" por "artículo 12".
Artículo 14
(Pasa a ser 15)
Reemplazar en el inciso tercero,  el guarismo "16" por "17".
Artículo 17
(Pasa a ser 18)
Reemplazar  los  incisos  primero y segundo por el siguiente:
"Artículo 18.- La investigación preliminar a que se alude en los artículos anteriores será secreta. Incurrirá en la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo, el que entregue o difunda información de cualquier naturaleza acerca de los antecedentes que se le solicitan, inclusive del hecho de haber sido requeridos. Esta prohibición y sanción penal se extenderá a toda forma y medios de comunicaciones, cualquiera sea su naturaleza.".
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- Sustituir su inciso tercero, que pasa a ser segundo, por el que se señala a continuación:
"Asimismo, la resistencia o negativa a
entregar los informes, documentos y demás antecedentes a que se refiere el artículo anterior demorando más tiempo de lo que la sana lógica, el justo criterio o el conocimiento técnico o profesional indiquen como adecuado y oportuno para la elaboración y entrega de dichos informes, será sancionada con la misma pena.".
Artículo 18
(Pasa a ser 19)
-
En la letra a), consultar una coma
(,) en reemplazo del punto y coma (;) y añadir las
expresiones que siguen:
"en caso de aparecer indicios graves de
que de esta diligencia haya de resultar el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante para aquélla;"
· Reemplazar en la letra b) la frase
"Impedir administrativamente" por "Solicitar al juez
del crimen dentro de cuyo territorio jurisdiccional
tenga su domicilio el Consejo de Defensa del Estado que
impida".
· Sustituir en la letra d) la expresión
verbal  "Ordenar" por  "Solicitar al  juez a que se
refiere la letra b) que ordene, y cambiar el guarismo
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"20" por "21".
-
En el  inciso segundo,  añadir las
palabras  "o  judicial"  a  continuación  del  vocablo "administrativa".
-
Agregar un inciso final, nuevo, del
siguiente tenor:
"Se notificará al interesado, en copia integra, la resolución que disponga la medida de que se
trate."
Artículo 20
(Pasa a ser 21).
Reemplazar la primera frase de su inciso primero por la siguiente:
"Deducida  la  acción penal por  alguno
de los delitos contemplados en el artículo 12, el juez del crimen adoptará todas las medidas necesarias para evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualesquiera clase de bienes, valores o dineros provenientes de los delitos materia del proceso. "
- Sustituir en el inciso segundo la frase "refieren los artículos anteriores" por "refiere el inciso anterior".
Artículo 23
(Pasa a ser 24)
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Reemplazar su número 5. - por el que
sigue:
"5.- Si el delito se cometiere por funcionarios públicos aprovechándose de su investidura o de las funciones que desempeñan, y".
Artículo 24
(Pasa a ser 25)
Sustituir la oración "veinte a cien ingresos mínimos mensuales" por "cuarenta a doscientas unidades tributarias mensuales".
Artículo 27
(Pasa a ser 28)
En  el  inciso  segundo,  cambiar  la expresión "artículo 26" por "artículo 27".
Artículo 31
(Pasa a ser 32)
- En el inciso primero, sustituir la frase "artículo 29" por "artículo 30".
En  el  inciso  final,  agregar  a
continuación de la palabra "temporal" la frase "de tres años un día a diez años".
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Artículo 33
(Pasa a ser 34)
Reemplazarlo por el que sigue:
"Artículo   34.-   Será  circunstancia
atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz con la autoridad administrativa, policial o judicial, que conduzca a la determinación del cuerpo del delito o de sus autores, cómplices o encubridores, o sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de otros delitos de igual o mayor gravedad contemplados en esta ley. En estos casos, el tribunal podrá reducir la pena hasta en dos grados.
Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisos, verídicos y comprobables, que contribuyan necesariamente al esclarecimiento aludido.
El tribunal que esté conociendo del proceso o el que lo incoe en virtud de las declaraciones y antecedentes proporcionados en conformidad a los incisos precedentes, se pronunciará, tan pronto le sea posible y en cualquier estado del juicio, acerca de la eficacia de la cooperación prestada.
Tales declaraciones y antecedentes tendrán carácter secreto desde que se den o entreguen a la autoridad o funcionarios a que se refiere el inciso primero de este artículo. El juez deberá formar cuaderno especial y separado con todo ello y sólo tendrá acceso a éste el tribunal al que corresponda el
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conocimiento y fallo de algún recurso. El procesado tendrá acceso únicamente a las piezas pertinentes de este cuaderno, cuando tales antecedentes se hagan valer en su contra en el auto en que se lo somete a proceso, si tiene conocimiento del sumario, en la acusación o en la sentencia definitiva.
No obstante lo anterior, si con ocasión de la investigación de otro hecho delictuoso el juez del crimen respectivo requiere de dichos antecedentes, éstos le serán proporcionados por un breve plazo, previa calificación de su conveniencia por el tribunal requerido. El superior jerárquico común dirimirá cualquier dificultad que surja con ocasión de dicha petición y de su cumplimiento.
El  juez      deberá     disponer  de
inmediato todas las medidas que sean necesarias para la protección de quienes pudieren quedar comprendidos en algunos de los casos mencionados en el inciso primero del artículo anterior, como asimismo, a favor del cónyuge, ascendientes o descendientes legítimos o naturales y demás personas que, atendidas las circunstancias del caso, lo requieran. Concedido alguno de los beneficios señalados, el juez podrá, además, autorizarlos para usar nombres y apellidos distintos de los propios y el otorgamiento de nuevos documentos de identidad. La Dirección General del Registro Civil e Identificación adoptará todos los resguardos necesarios para asegurar el carácter secreto de estas medidas.
Las resoluciones que el juez adopte en cumplimiento del inciso anterior se estamparán en un libro especial, que el secretario del tribunal guardará bajo custodia.
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Todas  las  actuaciones  judiciales  y
administrativas a que den lugar las medidas a que se refiere este artículo serán secretas. El que violare este sigilo será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.
Quienes  hayan  sido  autorizados  para
usar nueva identidad sólo podrán emplear ésta en el futuro.
El uso malicioso de los primitivos nombres o apellidos y la utilización fraudulenta de los nuevos, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo.".
Artículo 35
(Pasa a ser 36)
Sustituir su inciso segundo por el que sigue:
"Asimismo, estos delitos serán susceptibles de extradición, tanto activa como pasiva, aún en ausencia de reciprocidad o de tratado sobre la materia."
Artículo 39
(Pasa a ser 40)
Cambiar la frase "vigésimo de ingreso mínimo" por "media unidad tributaria mensual".
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Artículo 40
(Pasa a ser 41)
Sustituir la expresión  "artículo 33 por "artículo 34".
Artículo 41
(Pasa a ser 42)
- Sustituir su inciso primero por el que sigue:
"Artículo 42.- Los que consumieren alguna de las drogas o substancias estupefacientes o sicotrópicas a que hace mención el artículo 1o en lugares públicos o abiertos al público, tales como calles, caminos, plazas, teatros, cines, hoteles, cafés, restaurantes, bares, estadios, centros de baile o de música, o en establecimientos educacionales de enseñanza superior, profesional, media o básica, serán sancionados con multa de media a diez unidades tributarias mensuales. Si la falta se cometiere en lugares de detención, recintos militares o policiales o en establecimientos educacionales por quienes tienen la calidad de docentes o son funcionarios o trabajadores, la sanción se aplicará en su monto máximo. En caso que la falta se hubiese cometido conduciendo vehículos motorizados, además se impondrá la suspensión de la licencia de conducir hasta por un año. Conjuntamente con estas sanciones, el juez podrá condenar al infractor a asistencia obligatoria a programas de prevención, hasta por un plazo de cincuenta días, en instituciones consideradas como idóneas para el Servicio de Salud del territorio del respectivo tribunal."
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-
Reemplazar su inciso tercero por el
siguiente:
"Los que quebrantaren la condena o fueren reincidentes en faltas de la misma naturaleza, serán sancionados con el duplo de las penas establecidas en el inciso primero o con prisión en su grado mínimo a medio."
-
Intercalar, como inciso cuarto, el
que se señala a continuación, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:
"Si el sentenciado no pagare la multa dentro de los cinco días de notificada la sentencia, sufrirá por vía de substitución y apremio la pena de prisión, regulándose un día por cada media unidad tributaria mensual, sin que ella pueda exceder de treinta días.".
Artículo 42
(Pasa a ser 43)
Reemplazar en el  inciso  tercero  la expresión "artículo 48" por "artículo 49".
Artículo 43
(Pasa a ser 44)
-
Sustituir la palabra "advertirá" por
"advirtiere".
-
En la oración final suprimir las
expresiones  "Para estos  efectos",  consultando con
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mayúscula inicial la palabra "se".
Artículo 44
(Pasa a ser 45)
Reemplazar  la  palabra  "regularmente" por " legalmente".
Artículo 46
(Pasa a ser 47)
Sustituirlo por el siguiente:
"Artículo  47.-  Las  disposiciones  de
este Titulo, se aplicarán respecto de los mayores de 14 años y menores de 18, con la salvedad de que deberán ser puestos a disposición del Juez de Menores y éste podrá aplicarles las sanciones que establece la presente ley o las medidas de rehabilitación y demás que contempla la ley N° 16.618.".
Artículo 47
(Pasa a ser 48)
Cambiar la expresión "artículo 41" por articulo 42".
Artículo 49
(Pasa a ser 50)
Reemplazarlo por el siguiente
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"Artículo 50.- Un reglamento señalará
las substancias y especies vegetales a que se refieren los artículos 1o, 2o, 6o y 10; los requisitos, obligaciones y demás exigencias que deberán cumplirse para el otorgamiento de las autorizaciones a que se refiere el artículo 2o, y las normas relativas al control y fiscalización de dichas plantaciones.".
Artículo 51
(Pasa a ser 52)
Intercalar a continuación de la palabra "ley", pasando el punto seguido (.) a ser coma (,) las siguientes frases: "salvo que se trate de un derecho que ataña directamente al funcionario, a su cónyuge o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y las personas ligadas a él por adopción."
Artículo 52
(Pasa a ser 53)
Reemplazar  la  frase  "cinco  a
cincuenta ingresos mínimos mensuales" por "diez a cien unidades tributarias mensuales".
Artículo 53
(Pasa a ser 54)
Sustituir la oración ""cinco a cincuenta ingresos mínimos mensuales" por "diez a cien unidades tributarias mensuales".
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Artículo 56
(Pasa a ser 57)
Cambiar  la  frase  "artículo  14"  por artículo 15".
Artículo 57 (Pasa a ser 58)
En el inciso segundo, después de la expresión "grado 3", suprimir la palabra "no", y reemplazar la frase "experiencia de dos años" por "experiencia mínima de cuatro años".
Consultar,    antes    del    artículo transitorio, la denominación "ARTÍCULOS TRANSITORIOS".
Artículo transitorio
Signarlo como artículo 1o, y cambiar la frase "artículo 49" por "artículo 50".







69.-

Agregar un artículo 2o transitorio, del siguiente tenor:
"Artículo 2°.- Sustituyese en la Partida 08, Capítulo 30, Programa 01, de la ley N° 19.259, de Presupuestos, correspondiente al Consejo de Defensa del Estado, la dotación máxima de personal fijada en 298 por 311.".
En consecuencia, de aprobar las proposiciones que vuestra Comisión os ha formulado, el proyecto de ley quedaría como sigue:
PROYECTO DE LEY TITULO I
De los delitos, sanciones, competencia y procedimiento
"Artículo 1°.- Los que, sin contar con la competente autorización, elaboren, fabriquen, transformen, preparen o extraigan substancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas, productoras de dependencia física o síquica, capaces de provocar graves efectos tóxicos o daños considerables a la salud pública, serán penados con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales.
Si se tratare de otras drogas o substancias de esta índole que no produzcan los efectos indicados en el  inciso anterior, el  tribunal  podrá
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rebajar la pena hasta en dos grados.
Se presumirán autores del delito sancionado en este artículo quienes tengan en su poder elementos, instrumentos, materiales o equipos comúnmente destinados a la elaboración, fabricación, preparación, transformación o extracción de las substancias o drogas a que se refieren los incisos anteriores.
Artículo 2o.- Los que, sin contar con la competente autorización, siembren, planten, cultiven o cosechen especies vegetales del género Cannabis u otras productoras de substancias estupefacientes o sicotrópicas, incurrirán en la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales, a menos que justifiquen que están destinadas al uso o consumo personal exclusivo y próximo en el tiempo, en cuyo caso, serán sancionados según los artículos 42 y siguientes.
Según la gravedad de los hechos y las circunstancias personales del inculpado, la pena podrá rebajarse en un grado.
La autorización a que se refiere este artículo será otorgada por el Servicio Agrícola y Ganadero.
No podrá otorgarse dicha autorización a las personas que se encuentren procesadas o hayan sido condenadas por alguno de los delitos sancionados en esta ley y, tratándose de sociedades, cuando cualquiera de sus socios o administradores se encuentre en alguna de estas situaciones.
Se suspenderá la autorización otorgada si con posterioridad a ésta se produce el procesamiento de que se trata; y se cancelará definitivamente, en caso de condena por sentencia firme o ejecutoriada.
Artículo 3o.- Los que, contando con la autorización a que se refiere el artículo anterior, desvíen o destinen al tráfico ilícito algunas de las especies vegetales allí señaladas o sus rastrojos, florescencias, semillas u otras partes activas, serán sancionados con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales.
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Artículo 4o. - El que, estando autorizado para efectuar las siembras, plantaciones, cultivos o cosechas a que se refiere el artículo 2o, abandonare, por negligencia o descuido, en lugares de fácil acceso al público, plantas, sus rastrojos, florescencias, semillas u otras partes activas, o que no cumpliere con las obligaciones establecidas en el reglamento sobre cierro y destrucción de tales especies, será sancionado con la pena de multa de veinte a doscientas unidades tributarias mensuales.
Artículo 5°.- Las penas establecidas en el artículo 1o se aplicarán también a los que trafiquen, a cualquier título, con las substancias a que se refiere dicho artículo o con las materias primas que sirvan para obtenerlas y a los que, por cualquier medio, induzcan, promuevan o faciliten el uso o consumo de tales substancias.
Se entenderá que trafican los que, sin contar con la autorización competente, importen, exporten, transporten, adquieran, transfieran, sustraigan, posean, suministren, guarden o porten consigo tales substancias o materias primas, a menos que justifiquen que están destinadas a la atención de un tratamiento médico o a su uso personal exclusivo y próximo en el tiempo. En este último caso, se aplicarán las normas de los artículos 42 y siguientes.
Artículo 6°.- La producción, fabricación, elaboración, distribución, transporte, comercialización, importación, exportación, posesión o tenencia de precursores o de substancias químicas esenciales, a sabiendas de que su finalidad es la preparación de drogas estupefacientes o sicotrópicas para la perpetración, dentro o fuera del país, de algunos de los hechos considerados como delitos en esta ley, será castigada con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales.
Artículo 7o.- El que, estando autorizado para suministrar las substancias o drogas a que se refiere el artículo 1o de esta ley o las materias primas que sirvan para obtenerlas, lo hiciere en contravención de las disposiciones legales o reglamentarias pertinentes, será penado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades
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tributarias mensuales. El tribunal podrá, además, atendidas las circunstancias del delito, imponer la medida de clausura temporal del establecimiento por un plazo no inferior a sesenta ni superior a ciento veinte días y, en caso de reincidencia, la de clausura definitiva y la prohibición permanente de participar, a cualquier titulo, en otro establecimiento de igual naturaleza.
Artículo 8o.- El médico,   dentista,
matrona o veterinario que, con abuso de su profesión, recetare alguna de las substancias señaladas en el artículo 1o, sin necesidad médica o terapéutica, será penado con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales.
Artículo 9o.- El propietario, arrendatario, administrador o tenedor, a cualquier titulo, de un bien raíz, casa rodante, vehiculo, nave o aeronave que lo entregue a otra persona, a sabiendas de que lo usará para elaborar, almacenar, expender o permitir el consumo de las substancias señaladas en el artículo 1o, o para sembrar o plantar especies vegetales productoras de las referidas substancias en contravención a las prohibiciones o restricciones legales, será penado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de cuarenta a doscientas unidades tributarias mensuales.
Las mismas penas se aplicarán al propietario, arrendatario, administrador o tenedor, a cualquier título, de un establecimiento de comercio, cine, hotel, restaurante, bar, centro de baile y música, recinto deportivo u otro de similar naturaleza abierto al público, que permita o tolere habitualmente el tráfico o consumo de alguna de las substancias mencionadas en el artículo 1", sabiendo o no pudiendo menos que conocer la ocurrencia de tales hechos. El tribunal podrá, además, imponer las medidas de clausura establecidas en el artículo 7o.
Artículo 10. - El que suministre a menores de 18 años productos que contengan hidrocarburos aromáticos, tales como benceno, tolueno u otras substancias similares, en proporción suficiente para producir efectos tóxicos o sicotrópicos, sabiendo o no pudiendo menos que prever fundadamente que están destinados a ser consumidos por dichos menores, incurrirá en  la pena de  presidio menor en sus grados
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medio a máximo y multa de cuarenta a doscientas unidades tributarias mensuales. El tribunal podrá, además, atendidas las circunstancias del delito, imponer las medidas de clausura y prohibición a que se refiere el artículo 7o.
El tribunal deberá solicitar del Servicio de Salud correspondiente el análisis químico de la substancia suministrada, su naturaleza, contenido y composición, como, asimismo, un informe acerca de los efectos tóxicos o sicotrópicos que produce.
Artículo 11. - Los Oficiales y el personal de Gente de Mar de dotación de buques de la marina mercante, de naves especiales y de artefactos navales que, a bordo o en el cumplimiento de sus funciones, fueren sorprendidos consumiendo alguna de las substancias señaladas en el artículo Io o en circunstancias que hagan presumir que acaban de hacerlo, serán sancionados con la pena de presidio o reclusión menores en sus grados medio a máximo y multa de diez a cien unidades tributarias mensuales. La misma sanción se aplicará a los Oficiales y Personal de Gente de Mar que fueren sorprendidos, en idénticas circunstancias, portando dichas substancias para su exclusivo uso personal.
Asimismo, con idénticas penas será castigado el personal de Gendarmería de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile que, en actos de servicio, sea sorprendido en alguna de las circunstancias a que se refiere el inciso anterior.
Las penas indicadas en los incisos anteriores no se aplicarán a los que justifiquen el uso, consumo, porte o tenencia de alguna de dichas substancias en virtud de prescripción médica.
Artículo 12.- El que, a sabiendas que determinados bienes, valores, dineros, utilidad, provecho o beneficio se han obtenido o provienen de la perpetración, en Chile o en el extranjero, de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en esta ley, participe o colabore en su uso, aprovechamiento o destino, será castigado con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de doscientas a mil unidades tributarias mensuales.
Se entiende por uso, aprovechamiento o destino, todo acto, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, que permita adquirir o entrar en tenencia, posesión o dominio de  los bienes de que se trate, sea
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de manera directa o  indirecta, originaria, o derivada, simulada, oculta o encubierta.
Artículo 13. - Todo funcionario público que, por premio, paga, prebenda o beneficio de cualquier especie o naturaleza, ocultare, alterare, guardare, extraviare o destruyere cualquier tipo de evidencia que permita acreditar la existencia de alguno de los delitos establecidos en la presente ley o la participación punible de quienes hubieren participado en ellos o dejare sin denunciar hechos que presenten caracteres de alguno de los delitos indicados o permitan sospechar fundadamente de la participación punible en ellos de determinadas personas, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo, multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales e inhabilitación absoluta perpetua para el ejercicio de cargos u oficios públicos y profesiones titulares.
Artículo 14.- Los juicios criminales por los delitos penados en el artículo 12 sólo podrán ser iniciados por querella o denuncia del Consejo de Defensa del Estado, una vez concluida la investigación preliminar a que se alude en los artículos siguientes.
Artículo 15.- El Consejo de Defensa del Estado recibirá las denuncias e informaciones que cualquier persona o entidad posea respecto de la perpetración de los delitos tipificados en el artículo 12 de esta ley, efectuará su examen y analizará los elementos probatorios que reúna.
Corresponderá al   Consejo,
con   el
quórum de los dos tercios de sus miembros en
ejercicio,
ordenar investigar  los  hechos que  puedan
configurar
tales delitos.
La investigación a que se refiere este artículo tendrá un carácter meramente preliminar, esencialmente administrativo, no contencioso y obligatoria sólo respecto de los funcionarios y de las entidades a que se refiere el artículo 17. Las personas naturales o jurídicas distintas de las mencionadas podrán, voluntariamente, proporcionar antecedentes o testimonios cuando así lo deseen, sin que puedan ser compelidas de manera alguna para el propósito de la investigación.
La colaboración  de las fuerzas  de
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orden y seguridad pública es obligatoria.
Los   testimonios,    voluntarios    u
obligatorios, que tuvieren lugar durante la investigación preliminar se prestarán bajo juramento o promesa de decir verdad.
Los que incurrieren en falsedad en tales declaraciones serán sancionados con las penas del artículo 210 del Código Penal.
Artículo 16.- El Consejo de Defensa del Estado estará facultado para imponerse de cualquier sumario penal y de todo otro proceso reservado o secreto en que se sospeche fundadamente la existencia de antecedentes acerca de hechos constitutivos de los delitos contemplados en el artículo 12.
Artículo 17.- El Consejo de Defensa del Estado podrá requerir directamente de las autoridades y funcionarios o empleados de cualesquiera de los servicios de la administración del Estado, de las instituciones o servicios descentralizados territorial o funcionalmente o de las entidades de derecho privado en que el Estado o sus instituciones tengan aportes o participación mayoritarios o igualitarios, la cooperación, la asistencia, el apoyo, los informes y antecedentes que estime necesarios para el cumplimiento de las funciones que le asigna esta ley.
Asimismo, podrá requerir la entrega de antecedentes o copias de documentos sobre cuentas corrientes bancarias, depósitos u otras operaciones sujetas a secreto o reserva, de personas naturales o jurídicas, o de comunidades, vinculadas a los hechos en investigación, debiendo los bancos y otras entidades que estén autorizados o facultados para operar en los mercados financieros, de valores y seguros y cambiarlo, proporcionarlos en el más breve plazo.
Los notarios, conservadores y archiveros deberán entregar al Consejo de Defensa del Estado, en forma expedita y rápida, los informes, documentos, copias de instrumentos y datos que se les soliciten.
El otorgamiento de cualquier antecedente mencionado en este artículo será gratuito y libre de toda clase de derechos e impuestos.







76.-

Artículo 18.- La investigación preliminar a que se alude en los artículos anteriores será secreta. Incurrirá en la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo, el que entregue o difunda información de cualquier naturaleza acerca de los antecedentes que se le solicitan, inclusive del hecho de haber sido requeridos. Esta prohibición y sanción penal se extenderá a toda forma y medios de comunicaciones, cualquiera sea su naturaleza.
Asimismo, la resistencia o negativa a entregar los informes, documentos y demás antecedentes a que se refiere el artículo anterior demorando más tiempo de lo que la sana lógica, el justo criterio o el conocimiento técnico o profesional indiquen como adecuado y oportuno para la elaboración y entrega de dichos informes, será sancionada con la misma pena.
El Consejo de Defensa del Estado deberá perseguir la responsabilidad penal o civil que pudiere emanar de alguna de las infracciones castigadas en este artículo, sin perjuicio de hacerse efectivas las sanciones disciplinarias y administrativas que correspondan de acuerdo con la ley.
Artículo 19.- En el cumplimiento de las funciones que le asigna esta ley, el Consejo de Defensa del Estado tendrá, además, las siguientes facultades y atribuciones:
a) Recoger  e   incautar   la
documentación y los antecedentes probatorios que estime
necesarios para la investigación de los hechos, en caso
de aparecer indicios graves de que de esta diligencia
haya de resultar el descubrimiento o la comprobación de
algún hecho o circunstancia importante para aquélla;
b)
Solicitar al juez del crimen dentro
de cuyo territorio jurisdiccional tenga su domicilio el
Consejo de Defensa del Estado que impida la salida del
país  de     aquellas     personas       vinculadas
sospechosamente a alguno de los hechos  previstos en el
artículo 12  de esta ley,  por un período máximo de
sesenta días.  Para estos efectos,  deberá comunicar la
prohibición  y   su   alzamiento   a  la   Policía de
Investigaciones y a Carabineros de Chile.   En todo
caso, transcurrido este plazo, la medida de  arraigo
caducará por el solo ministerio de la ley, de lo cual
deberán tomar nota de oficio los organismos señalados;
c)
Efectuar    actuaciones   en el
exterior dirigidas a  indagar y acumular pruebas acerca
de la procedencia u origen de los bienes a que se
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refiere el artículo 12, pudiendo solicitar directamente asesoría a las representaciones diplomáticas y consulares de Chile en el exterior, y
d) Solicitar al juez a que se refiere
la letra b) que ordene alguna de las medidas a que se refiere el artículo 21 por un plazo no superior a sesenta días.
Para llevar a efecto las medidas a que se refiere este artículo, podrá recurrirse al auxilio de la fuerza pública, la que será concedida por el Jefe de Carabineros o de la Policía de Investigaciones más inmediato sin más trámite que la exhibición de la resolución administrativa o judicial correspondiente. La fuerza pública se entenderá facultada, en estos casos, para descerrajar y allanar, si fuere necesario.
Se notificará al interesado, en copia íntegra, la resolución que disponga la medida de que se trate.
Artículo 20. - Concluida la investigación preliminar a que se refieren los artículos anteriores, el Consejo de Defensa del Estado, con el voto favorable de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, resolverá acerca de la procedencia de deducir la acción penal. En caso contrario, ordenará el archivo de los antecedentes, los que permanecerán bajo la custodia del Secretario del Consejo con carácter secreto, sin perjuicio de la devolución de aquéllos que fueren procedentes.
Articulo 21. - Deducida la acción penal por alguno de los delitos contemplados en el artículo 12, el juez del crimen adoptará todas las medidas necesarias para evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualesquiera clase de bienes, valores o dineros provenientes de los delitos materia del proceso. Para estos efectos, y sin perjuicio de las demás facultades conferidas por la ley, podrá decretar, entre otras, la prohibición de celebrar determinados actos y contratos y su inscripción en toda clase de registros; retener en bancos o entidades financieras depósitos de cualesquiera naturaleza que sean; impedir transacciones de acciones, bonos o debentures y, en general, cuanto conduzca a evitar la conversión del provecho ilícito en actividades que oculten o disimulen su origen delictual.
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Sin perjuicio de prueba en contrario, se presumirá el origen ilícito de los bienes a que se refiere el inciso anterior.
Artículo 22.- El Consejo de Defensa del Estado, a solicitud de la entidad de un país extranjero que expresamente haya sido designada en un convenio internacional para estos efectos, podrá proporcionar información sobre operaciones sujetas a secreto o reserva si ha sido solicitada con el fin de ser utilizada en la investigación de delitos de tráfico de substancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas o de aprovechamiento de los beneficios o utilidades que de ellos provengan, y que pudieren haber  tenido  lugar fuera de Chile.
Para  proceder   de  esta   manera,
deberá previamente cerciorarse razonablemente de que dicha información no será utilizada en fines diferentes, y deberá entregarla sólo a la entidad requirente.
La  Superintendencia  de  Bancos
e
Instituciones     Financieras deberá    entregar
los
antecedentes que en conformidad con este artículo
le
solicite el Consejo de Defensa del Estado.
Artículo 23. - Los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer alguno de los delitos contemplados en esta ley, serán sancionados, por este solo hecho, según las normas que siguen:
1.- Con presidio mayor en su   grado
medio, si se tratare de individuos que hubieren ejercido mando en la organización o hubiesen aportado el capital.
2. - Con presidio mayor en su grado mínimo, si se tratare de cualquier otro individuo que hubiese tomado parte en la asociación o que, voluntariamente y a sabiendas, hubiere suministrado, a alguno de sus miembros, vehículos, armas, municiones, instrumentos, alojamiento, escondite o lugar de reunión para la comisión de estos delitos.
Artículo 24.- Las penas contempladas en esta ley para crímenes y simples delitos serán aumentadas en un grado:
1. - Si el delito se cometiere valiéndose  de  personas  exentas de responsabilidad
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penal, en conformidad con lo preceptuado en el artículo 10, Nºs 1, 2 y 3, del Código Penal;
2.- Si el delito se cometiere utilizando la violencia o el engaño;
3.- Si  el delito  se cometiere  en las
inmediaciones o en el interior de un establecimiento de enseñanza, centro asistencial, lugar de detención, recinto militar o policial, institución deportiva, cultural o social, o sitios donde se realicen espectáculos o diversiones públicas;
4. - Si se suministraren drogas o substancias estupefacientes o sicotrópicas a menores de 18 años de edad o cuando se promueva o facilite su uso o consumo a dichos menores;
5.- Si el delito se cometiere por funcionarios públicos aprovechándose de su investidura o de las funciones que desempeñan, y
6. - Si el hechor indujere, promoviere o facilitare el uso o consumo de estupefacientes, sicotrópicos o hidrocarburos aromáticos u otras drogas o substancias capaces de producir dependencia, a personas que se encuentran a su cargo o bajo su cuidado.
Artículo 25. - Los delitos de que trata esta ley se sancionarán como consumados desde que haya principio de ejecución. La conspiración para cometerlos será penada con presidio menor en su grado medio y multa de cuarenta a doscientas unidades tributarias mensuales.
Artículo 26. - Los instrumentos, objetos de cualquier clase y los efectos de los delitos a que se refiere esta ley y a que se hace mención en el artículo 114 del Código de Procedimiento Penal, podrán ser destinados a una institución del Estado que tenga como objetivo la prevención del consumo indebido, el tratamiento y rehabilitación de las personas afectadas por la drogadicción, o el control del tráfico ilegal de estupefacientes. Estos bienes podrán ser utilizados en los fines propios de la entidad que los reciba, debiendo ésta hacerse cargo de los costos de conservación.
La incautación de las armas y de los vasos u otras cosas sagradas se regirá por las reglas generales. Los dineros serán depositados en el
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Banco  del  Estado  de Chile,  en cuentas  o valores reajustables.
Si la incautación recae sobre establecimientos industriales o mercantiles, sementeras, plantíos o, en general, frutos pendientes, el tribunal designará un administrador provisional, quien deberá rendir cuentas, a lo menos, trimestralmente. La incautación de un inmueble comprende el de sus frutos o rentas.
Si el tribunal estimare conveniente la enajenación de alguna de las especies a que hace mención este articulo o si ello se hace necesario debido a gastos de administración y conservación que excedan su producido, el juez de la causa la dispondrá en resolución fundada. La enajenación se llevará a cabo por medio de martillero designado por el tribunal, a través de venta directa o subasta.
En este último caso y en el evento de que la sentencia no condene a la pena de comiso de las especies enajenadas, el precio de la venta, sus reajustes e intereses será restituido a quien corresponda.
Artículo 27.- Las substancias y especies a que se refieren los artículos 1o, 2o, 6º y 10 y, en su caso, las materias primas empleadas en su elaboración, que sean incautadas por los tribunales o por la policía deberán ser entregadas dentro de las veinticuatro horas siguientes al Servicio de Salud que corresponda.
Con todo, cuando circunstancias especiales así lo aconsejen, el tribunal podrá ampliar este plazo hasta en cuarenta y ocho horas, a solicitud de los funcionarios que hubieren incautado las referidas substancias o materias primas.
Los funcionarios responsables del retardo en el cumplimiento de esta obligación serán sancionados con una multa, a beneficio fiscal, equivalente al cinco por ciento de su remuneración imponible mensual, por cada día de atraso, sin que ésta pueda exceder del total de dicha remuneración.
Las substancias estupefacientes o sicotrópicas y sus materias primas y las que contengan hidrocarburos aromáticos deberán destruirse por el Servicio de Salud respectivo una vez separada una cantidad técnicamente suficiente para los análisis de que trata el  inciso siguiente, y siempre que  respecto
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de dichas substancias no se discuta su legítima tenencia o posesión por terceros.
El Servicio aludido deberá  emitir, en
el más breve plazo, un protocolo de análisis en el que se identificará el producto y sus características, se señalará su peso o cantidad aproximados y se indicará, además, la peligrosidad que revista para la salud pública. Dicho protocolo de análisis tendrá el valor probatorio señalado en el artículo 472 del Código de Procedimiento Penal. Conservará, en todo caso, una determinada cantidad de dicha substancia para el evento de que el tribunal decrete nuevos análisis de la misma.
Esta muestra se conservará por el plazo máximo de dos años, al cabo del cual se destruirá. De los procedimientos administrativos de destrucción se levantará acta, copia de la cual deberá hacerse llegar al tribunal dentro del quinto día de haberse producido.
Efectuado el análisis a que se refiere el inciso quinto de este artículo, las substancias químicas esenciales y precursores deberán ser enajenadas en la forma dispuesta en el inciso cuarto del artículo anterior.
Cuando las substancias estupefacientes o sicotrópicas incautadas, las plantas o materias primas, con excepción de químicos esenciales y precursores, hagan difícil, por su cantidad, lugar de ubicación u otras circunstancias, su traslado y almacenamiento, el tribunal ordenará su incineración o destrucción en el mismo lugar donde hubieren sido encontradas, debiendo, en este caso, darse cumplimiento a las demás normas de este artículo.
Articulo 28. - Sin perjuicio de las reglas generales, caerán especialmente en comiso los bienes raíces; los bienes muebles, tales como vehículos motorizados terrestres, naves y aeronaves, dinero, efectos de comercio y valores mobiliarios; todo instrumento que haya servido o hubiere estado destinado a la comisión de cualquiera de los delitos penados en esta ley; los efectos que de ellos provinieren y las utilidades que hubieren originado, cualquiera sea su naturaleza jurídica o las transformaciones que hubieren experimentado, como, asimismo, todos aquellos bienes facilitados o adquiridos por terceros a sabiendas del destino u origen de los mismos.
Igual sanción se aplicará  respecto de










82.-

las substancias señaladas en el inciso primero del artículo 27; y de las materias primas, elementos, materiales, equipos y otros instrumentos utilizados o destinados a ser utilizados, en cualquier forma, para cometer alguno de los delitos sancionados en esta ley.
Artículo 29. - El producto de la enajenación de bienes y valores decomisados y los dineros en tal situación ingresarán al Fondo Nacional de Desarrollo Regional para ser utilizados en programas de prevención y rehabilitación del uso de drogas. Igual aplicación se dará al monto de las multas impuestas en esta ley y al precio de la subasta de las especies de que hace mención el artículo 6 75 del Código de Procedimiento Penal. Se exceptúan de esta disposición las armas de fuego y demás elementos a que se refiere la Ley sobre Control de Armas y Explosivos.
El Ministro de Bienes Nacionales, con acuerdo del Ministro del Interior, resolverá acerca de la conveniencia de enajenar los bienes decomisados o de destinarlos o donarlos a alguna institución pública o privada que no persiga fines de lucro, entre cuyas funciones esté la prevención del consumo indebido, el tratamiento o la rehabilitación de las personas afectadas por la drogadicción o el control del tráfico ilícito de estupefacientes.
En lo no  contemplado en esta   ley,
regirán las  reglas generales del Titulo  I del  Libro Cuarto del Código de Procedimiento Penal.
Artículo 30.- A solicitud fundada del organismo que investigue actos preparatorios, de ejecución o consumados de alguno de los delitos sancionados en esta ley, el juez del crimen del territorio jurisdiccional donde aquéllos se lleven o hayan sido llevados a cabo, podrá autorizar que los envios ilícitos o sospechosos de las substancias a que se refieren los artículos Io y 6o salgan del territorio nacional, lo atraviesen, entren o circulen en él, con el propósito de individualizar a las personas que participen en la comisión de tales hechos.
Para estos efectos, el correspondiente organismo deberá denunciar el delito y proporcionar los antecedentes que permitan presumir fundadamente que la autorización solicitada facilitará la individualización de otros partícipes,  sea en el país o en el extranjero.
El juez del crimen estará facultado
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para decretar, en cualquier momento, la detención de los partícipes y la incautación de las substancias, si estima que la autorización concedida pone en peligro la comprobación del cuerpo del delito o facilita a los hechores eludir la acción de la justicia-
Para los efectos de lo dispuesto en este articulo, el juez podrá solicitar de las autoridades policiales y judiciales extranjeras la remisión de los elementos de convicción necesarios para acreditar el hecho delictuoso y las responsabilidades penales investigados en el país, de conformidad a los convenios internacionales vigentes.
Artículo 31.- El juez del crimen que conozca de los delitos contemplados en esta ley podrá requerir y otorgar la más amplia cooperación destinada al éxito de las investigaciones de los respectivos procesos judiciales, de acuerdo con lo pactado en convenciones o tratados internacionales, estando facultado para dar copias de piezas o antecedentes específicos, aun cuando la causa esté en sumario y en su etapa secreta.
Artículo 32.- El juez a que se refiere el inciso primero del artículo 30, a solicitud fundada del organismo policial que investigue alguno de los delitos contemplados en esta ley, podrá autorizar la intervención, apertura o registro de las comunicaciones o documentos privados, o la observación, por cualquier medio, de aquellas personas respecto de las cuales existan fundadas sospechas de que intervienen en la preparación o comisión de estos delitos.
La resolución se dictará sin conocimiento del afectado y será siempre fundada.
Las medidas no podrán decretarse por un plazo superior a veinte días, prorrogable por igual período.
El abuso de poder en el ejercicio de las atribuciones que confiere este artículo será sancionado con la inhabilitación temporal de tres años un día a diez años para el ejercicio de cargos y oficios públicos.
Artículo 33.- En los delitos contemplados en esta ley no procederá la atenuante de responsabilidad penal contenida en el artículo 11, Nº
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7, del Código Penal.
Artículo   34. -   Será   circunstancia
atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz con la autoridad administrativa, policial o judicial, que conduzca a la determinación del cuerpo del delito o de sus autores, cómplices o encubridores, o sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de otros delitos de igual o mayor gravedad contemplados en esta ley. En estos casos, el tribunal podrá reducir la pena hasta en dos grados.
Se entiende por cooperación  eficaz el
suministro de datos o informaciones precisos, verídicos y comprobables, que contribuyan necesariamente al esclarecimiento aludido.
El tribunal que esté conociendo del proceso o el que lo incoe en virtud de las declaraciones y antecedentes proporcionados en conformidad a los incisos precedentes, se pronunciará, tan pronto le sea posible y en cualquier estado del juicio, acerca de la eficacia de la cooperación prestada.
Tales declaraciones y antecedentes tendrán carácter secreto desde que se den o entreguen a la autoridad o funcionarios a que se refiere el inciso primero de este artículo. El juez deberá formar cuaderno especial y separado con todo ello y sólo tendrá acceso a éste el tribunal al que corresponda el conocimiento y fallo de algún recurso. El procesado tendrá acceso únicamente a las piezas pertinentes de este cuaderno, cuando tales antecedentes se hagan valer en su contra en el auto en que se lo somete a proceso, si tiene conocimiento del sumario, en la acusación o en la sentencia definitiva.
No obstante lo anterior, si con ocasión de la investigación de otro hecho delictuoso el juez del crimen respectivo requiere de dichos antecedentes, éstos le serán proporcionados por un breve plazo, previa calificación de su conveniencia por el tribunal requerido. El superior jerárquico común dirimirá cualquier dificultad que surja con ocasión de dicha petición y de su cumplimiento.
El juez deberá disponer de inmediato todas las medidas que sean necesarias para la protección de quienes pudieren quedar comprendidos en algunos de los casos mencionados en el inciso primero del articulo anterior, como asimismo, a favor del cónyuge,  ascendientes  o descendientes legítimos  o
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naturales y demás personas que, atendidas las circunstancias del caso, lo requieran. Concedido alguno de los beneficios señalados, el juez podrá, además, autorizarlos para usar nombres y apellidos distintos de los propios y el otorgamiento de nuevos documentos de identidad. La Dirección General del Registro Civil e Identificación adoptará todos los resguardos necesarios para asegurar el carácter secreto de estas medidas.
Las resoluciones que el juez adopte en cumplimiento del inciso anterior se estamparán en un libro especial, que el secretario del tribunal guardará bajo custodia.
Todas las actuaciones judiciales y administrativas a que den lugar las medidas a que se refiere este artículo serán secretas. El que violare este sigilo será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.
Quienes hayan sido autorizados para usar nueva identidad sólo podrán emplear ésta en el futuro.
El uso malicioso de los primitivos nombres o apellidos y la utilización fraudulenta de los nuevos, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo.
Artículo 35.- En los procesos instruidos por delitos contemplados en esta ley, el juez podrá denegar el conocimiento del sumario, hasta la conclusión de éste, si estimase que su otorgamiento constituye riesgo para el éxito de la investigación o para la seguridad de agentes encubiertos, informantes, testigos, peritos y, en general, de quienes hayan cooperado eficazmente en su instrucción.
Se entiende por agente encubierto el funcionario policial que, debidamente autorizado por sus superiores, oculta su identidad oficial y se involucra o introduce en las organizaciones delictivas simulando ser parte de ellas o estar interesado en la comisión del delito que se investiga, con el propósito de identificar a los partícipes o recoger las pruebas que servirán de base al proceso penal.
Informante es quien, voluntariamente o por recompensa, suministra antecedentes a los organismos policiales acerca de la preparación o comisión de un delito o de quienes han participado en él, o que, sin tener la intención de cometerlo ni ser
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policía, con conocimiento de dichos organismos participa como si fuese agente encubierto, en los términos señalados en el inciso anterior.
Las personas mencionadas en este articulo podrán declarar en lugar distinto del recinto del tribunal, de cuya ubicación no se requerirá dejar constancia en el proceso, y les serán del todo aplicables las disposiciones de los incisos cuarto a décimo, inclusive, del articulo anterior.
La violación del secreto del sumario será castigada con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.
Artículo 36.- En los procesos por los delitos que establece la presente ley, la norma del inciso cuarto del artículo 3o del Código de Procedimiento Penal se aplicará siempre, sea que la pena impuesta por la sentencia extranjera se haya cumplido o no.
Asimismo, estos delitos serán susceptibles de extradición, tanto activa como pasiva, aún en ausencia de reciprocidad o de tratado sobre la materia.
Artículo 37.- En la sustanciación y fallo de los procesos por los delitos a que se refiere esta ley, los tribunales apreciarán la prueba de acuerdo con las reglas de la sana crítica.
Artículo   38.-    El  Director    del
Servicio de Salud respectivo, por sí o por delegado, podrá hacerse parte en los juicios criminales que se sustancien por los delitos previstos en los artículos precedentes; tendrá todos los derechos de tal desde que se apersone en ellos, sin necesidad de formalizar querella, y podrá imponerse del sumario, a menos que el tribunal disponga lo contrario, mediante resolución fundada.
Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, corresponderá al Consejo de Defensa del Estado el ejercicio de la acción penal en cualquiera de los delitos a que se refiere esta ley cuando así lo acuerde.
Los servicios policiales, mediante oficio secreto, enviarán copia de los partes respectivos   al  Director del  Servicio de   Salud
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correspondiente y al  Consejo de Defensa del  Estado, dentro de las 24 horas de extendidos.
En los juicios criminales por delitos a que se refiere esta ley, el tribunal podrá solicitar un informe técnico a la Secretaria Ministerial que corresponda, especialmente en cuanto al peligro que los hechos investigados ofrezcan para la salud pública. El mérito probatorio de este informe se regirá por el artículo 472 del Código de Procedimiento Penal.
Articulo 39. - Si se investigaren delitos previstos en esta ley y en otras leyes penales cometidos por el mismo hechor y que no sean conexos, los procesos se tramitarán por cuerda separada ante el tribunal que corresponda.
Asimismo, no procederá la acumulación de autos entre procesos que conozcan diversos tribunales por delitos contemplados en esta ley, a menos que, por causa justificada y debidamente calificada, se dispusiere por el tribunal superior común la acumulación de tales procesos ante el tribunal que estime procedente.
Si la aplicación de las normas señaladas en los incisos precedentes creare retardo o dificultades en la práctica de medidas o diligencias que se relacionen con el inculpado, tendrán preferencia las requeridas por el tribunal que conozca los delitos previstos en esta ley, sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 12, inciso primero, del Código de Justicia Militar.
Los tribunales deberán remitirse reciprocamente copias de los autos de procesamiento y de los fallos que se dictaren en sus respectivas causas, las que deberán agregarse a los correspondientes procesos.
El tribunal que dictare el último fallo no podrá considerar aquellas circunstancias modificatorias de responsabilidad criminal que, de estar acumulados los procesos, no se hubieren podido tomar en cuenta.
El condenado podrá solicitar al tribunal superior común, dentro del plazo de dos años, contado desde la dictación del último fallo, la unificación de las penas, cuando ello lo beneficiare.
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Artículo 40. - Si el sentenciado no pagare la multa impuesta sufrirá, por vía de sustitución, la pena de reclusión, regulándose un día por cada media unidad tributaria mensual. En todo caso, la reclusión no podrá exceder de seis meses.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, en casos debidamente calificados, el tribunal podrá eximir al condenado del pago de multa o imponerle una inferior al mínimo establecido en esta ley, debiendo dejar constancia en la sentencia de las razones que motivaron su decisión.
Artículo 41.- No procederán las medidas alternativas de reclusión nocturna y libertad vigilada contempladas en los artículos 8' y 15 de la ley N° 18.216 respecto de condenados por delitos previstos en esta ley, a menos que les hubiere sido reconocida la circunstancia atenuante establecida en el artículo 34.
TITULO II De las faltas y su procedimiento.
Artículo 42.- Los que consumieren alguna de las drogas o substancias estupefacientes o sicotrópicas a que hace mención el artículo Io en lugares públicos o abiertos al público, tales como calles, caminos, plazas, teatros, cines, hoteles, cafés, restaurantes, bares, estadios, centros de baile o de música, o en establecimientos educacionales de enseñanza superior, profesional, media o básica, serán sancionados con multa de media a diez unidades tributarias mensuales. Si la falta se cometiere en lugares de detención, recintos militares o policiales o en establecimientos educacionales por quienes tienen la calidad de docentes o son funcionarios o trabajadores, la sanción se aplicará en su monto máximo. En caso que la falta se hubiese cometido conduciendo vehículos motorizados, además se impondrá la suspensión de la licencia de conducir hasta por un año. Conjuntamente con estas sanciones, el juez podrá condenar al infractor a asistencia obligatoria a programas de prevención, hasta por un plazo de cincuenta días, en instituciones consideradas como idóneas para el Servicio de Salud del territorio del respectivo tribunal.
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Asimismo, serán sancionados con idénticas penas quienes consuman tales drogas en lugares o recintos privados, si se hubiesen concertado con tal propósito.
Los que quebrantaren la condena o fueren reincidentes en faltas de la misma naturaleza, serán sancionados con el duplo de las penas establecidas en el inciso primero o con prisión en su grado mínimo a medio.
Si el sentenciado no pagare la multa dentro de los cinco días de notificada la sentencia, sufrirá por vía de substitución y apremio la pena de prisión, regulándose un día por cada media unidad tributaria mensual, sin que ella pueda exceder de treinta días.
Las penas señaladas precedentemente no se aplicarán a quien justifique el uso, consumo, tenencia o porte de alguna de dichas substancias, como consecuencia de prescripción médica.
Artículo   43.-    Los    agentes de
policía estarán obligados a detener a los autores de las faltas señaladas precedentemente y a ponerlos directamente y de inmediato a disposición del juez del crimen competente, o a la audiencia más próxima, si no fuere hora de despacho.
Lo dispuesto en los artículos 261 y 266 del Código de Procedimiento Penal no será aplicable a estos casos.
El tribunal pondrá en conocimiento del detenido el parte policial respectivo y lo interrogará de acuerdo con su contenido. Lo dejará citado para una determinada audiencia, otorgándole la libertad provisional si procediere esta medida con arreglo a la ley. Al mismo tiempo, requerirá informe acerca de anotaciones del infractor en el registro a que se refiere el artículo 49 y un informe del Servicio de Salud respecto de la naturaleza de la droga, en caso de estimarlo procedente.
Artículo 44. - En caso que el inculpado reconociere ante el Tribunal su participación en los hechos constitutivos de la falta que se le atribuye y se allanare a la sanción que el mismo tribunal le advirtiere que contempla la ley para estos casos, una vez recibidos el o los informes a que se refiere el artículo anterior,  se  dictará  sentencia definitiva
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de inmediato, la que no será susceptible de recurso alguno. Se entenderá comprobado el hecho constitutivo de la falta con las aseveraciones contenidas en el respectivo parte o denuncia policial.
Artículo 45. - Si el inculpado negare los cargos que se le formulan, se seguirá el procedimiento sobre las faltas contemplado en el titulo I del Libro Tercero del Código de Procedimiento Penal, con excepción de lo dispuesto en los artículos 553, 558, 559, 560 y 564. Sin perjuicio de lo anterior, no será necesaria la asistencia de los testigos de cargo si éstos son funcionarios o agentes de la policía. Se tendrán como testimonios legalmente prestados las declaraciones contenidas en los respectivos partes o denuncias si en ellas aparece la firma de los aprehensores debidamente autorizada por el superior jerárquico de servicio al momento de la detención. El tribunal podrá citar a prestar testimonio a dichos funcionarios en caso de estimarlo necesario.
La   sentencia definitiva     deberá dictarse dentro del plazo de diez días.
Artículo 46. - Toda sentencia condenatoria por alguna de las faltas anteriores, además de contener los requisitos señalados en el artículo 562 del Código de Procedimiento Penal, establecerá la obligación del condenado de ser examinado por un médico calificado por el Servicio de Salud correspondiente con el fin de determinar si es o no es dependiente de substancias estupefacientes o sicotrópicas, la gravedad de tal dependencia y el tratamiento que debiera seguir el afectado. En todo caso, el aludido examen podrá ser decretado desde que se inicie el respectivo procedimiento.
Recibido  el informe por el tribunal,
éste hará comparecer al condenado en persona y le hará notificar la resolución que le imponga el tratamiento aconsejado en el dictamen médico.
En caso de resistencia o negativa del afectado a practicarse el examen o el tratamiento médico decretado, el juez de la causa ordenará las medidas conducentes a dicho cumplimiento, pudiendo al efecto disponer su arresto hasta por ocho días, sin perjuicio de repetir el apremio.
El Ministerio de Justicia, previo informe del Ministerio de Salud, entregará anualmente a la Corte de Apelaciones respectiva la  lista de médicos
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que estén habilitados para practicar  los exámenes y emitir los informes a que se refiere este artículo.
Artículo 47.- Las disposiciones de este Titulo, se aplicarán respecto de los mayores de 14 años y menores de 18, con la salvedad de que deberán ser puestos a disposición del Juez de Menores y éste podrá aplicarles las sanciones que establece la presente ley o las medidas de rehabilitación y demás que contempla la ley N° 16.618.
Artículo  48.-  Las  faltas  a  que
alude el artículo 42 serán de conocimiento del juez del crimen competente, de acuerdo con las reglas generales, sin que proceda su acumulación a otros procesos criminales instruidos respecto del mismo hechor.
Artículo 49. - Se procederá a anotar en un registro especial, a las personas condenadas por alguna de las faltas anteriores, debiéndose remitir, para estos efectos, al Gabinete Central de Identificación copia íntegra de la sentencia autorizada por el secretario dentro de tercero día de haber quedado ejecutoriada.
A requerimiento del tribunal, el Servicio de Registro Civil e Identificación informará, dentro del plazo de 48 horas, acerca de las anotaciones del inculpado en el registro a que se refiere el inciso anterior.
TITULO III Disposiciones varias
Artículo 50.- Un reglamento señalará las substancias y especies vegetales a que se refieren los artículos 1o, 2°, 6 o y 10; los requisitos, obligaciones y demás exigencias que deberán cumplirse para el otorgamiento de las autorizaciones a que se refiere el artículo 2", y las normas relativas al control y fiscalización de dichas plantaciones.
Artículo 51. - El Ministro de Justicia podrá disponer que los extranjeros condenados por alguno de  los delitos contemplados  en esta  ley
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puedan   cumplir en   el   país   propio   de   su nacionalidad las penas corporales que les hubieren sido
impuestas.
Para estos efectos, habrá de atenerse a los tratados internacionales vigentes sobre la materia.
Artículo 52.- Los abogados, estudiantes y egresados habilitados para actuar judicialmente que se desempeñen como funcionarios o empleados contratados a cualquier titulo en los servicios de la administración del Estado o en instituciones o servicios descentralizados, territorial o funcionalmente, no podrán patrocinar ni actuar como apoderado o mandatario de inculpados o procesados por crímenes, simples delitos o faltas a que se refiere esta ley, salvo que se trate de un derecho que ataña directamente al funcionario, a su cónyuge o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y las personas ligadas a él por adopción. Si se tratare de crímenes o simples delitos, la infracción a esta prohibición se sancionará administrativamente con la destitución del cargo o término del contrato. Si se tratare de faltas, se considerará infracción grave a sus obligaciones funcionarías, pudiendo disponerse hasta la destitución o el término del contrato.
Artículo 53.- Incorpórase el siguiente artículo en el Código de Justicia Militar:
"Artículo 299 bis.- El militar que fuere sorprendido en alguno de los lugares o situaciones señalados en el artículo 5o, N° 3, de este Código, consumiendo alguna de las substancias señaladas en el artículo 1o de la ley que Sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Substancias Sicotrópicas, o en circunstancias que hagan presumir que acaba de hacerlo, será sancionado con la pena de presidio o reclusión menores en sus grados medio a máximo y multa de diez a cien unidades tributarias mensuales. La misma sanción se aplicará al militar que fuere sorprendido, en idénticas circunstancias, portando dichas substancias para su exclusivo uso personal.
Las penas indicadas en el inciso anterior no se aplicarán a los que justifiquen el uso, consumo, porte o tenencia de alguna de dichas substancias en virtud de prescripción médica.".
Artículo 54.- Sustituyese el artículo 193 del Código Aeronáutico por el siguiente:
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"Artículo 193.- El personal aeronáutico que desempeñe sus funciones bajo la influencia del alcohol o de drogas estupefacientes o sicotrópicas, será castigado con presidio o reclusión menores en sus grados medio a máximo y multa de diez a cien unidades tributarias mensuales.

En caso de reincidencia, el tribunal decretará la cancelación definitiva de su licencia.".

Artículo 55.- Sustituyese el articulo 34 del decreto con fuerza de ley N° 292, de 1953, que aprueba la Ley Orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, por el siguiente:

                  "Artículo       34.-     La  Autoridad

Marítima, sin perjuicio de sus demás funciones y facultades, podrá llevar a cabo en el mar territorial y en aguas interiores, las actividades que se señalan a continuación, en las circunstancias que en cada caso se indican:

a)
Retener  a  personas,  naves  o
artefactos  navales,  a  fin  de  proceder  a  su
identificación y registro,  pudiendo también exigir  la
exhibición de libros,  anotaciones, comprobantes y,  en
general, de todo documento mercantil  o naviero para
proceder a su inmediato examen, cuando  existan motivos
razonables para sospechar que una nave está siendo
utilizada para el  tráfico  ilícito de  substancias  o
drogas estupefacientes o sicotrópicas.

Podrá, asimismo, adoptar todas las medidas necesarias para abordar naves o artefactos navales sospechosos de ser utilizados en dicho tráfico.

b)
Cuando    se    comprobare la
existencia de un hecho que revista los caracteres  de
alguno de los delitos contemplados en la Ley que
Sanciona  el  Tráfico  Ilícito  de  Estupefacientes y
Substancias Sicotrópicas, podrá prolongar la retención
de la nave o artefacto naval por el tiempo necesario
para poner a los  presuntos responsables y a la nave  o
artefacto naval a disposición del tribunal.  Asimismo,
estará  facultada  para  incautar  la   pertinente
documentación, debiendo levantar acta de lo obrado, la
que remitirá junto con los documentos al tribunal.

c)
Establecer,  en  las  naves   o
artefactos navales y en los recintos portuarios, en los
casos a que se refiere la letra precedente, áreas  de
permanencia y de circulación restringida de personas y
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mercancías, cuya mantención o alzamiento será resuelto por el tribunal correspondiente.

                  Las medidas   establecidas   en   este

artículo se aplicarán también a las naves que enarbolen el pabellón nacional y que hacen uso de la libertad de navegación, con arreglo al derecho internacional. Tratándose de naves extranjeras, se estará en todo a lo dispuesto en los convenios y acuerdos internacionales sobre la materia.".

Artículo 56. - Para los efectos de lo establecido en el N° 3 del artículo 6 ° del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto al sometimiento a la jurisdicción chilena de crímenes y simples delitos perpetrados fuera del territorio de la República, las disposiciones de la presente ley se entenderán comprendidas en el Párrafo 14 del Título VI del Libro II del Código Penal, sobre crímenes y simples delitos contra la salud pública.

Artículo 57.- Créase en el Consejo de Defensa del Estado un Departamento de Control del Tráfico Ilícito de Estupefacientes, al que correspon​derá efectuar la investigación preliminar a que se refiere el artículo 15 de esta ley, como, asimismo, supervigilar y coordinar el ejercicio y sostenimiento de la acción penal tratándose de alguno de los delitos tipificados en el artículo 12.

Artículo 58. - Créanse en las plantas de personal del Consejo de Defensa del Estado contenidas en el artículo 37 del decreto con fuerza de ley N ° 1, de Hacienda, de 1993, los siguientes cargos:

a) En la  planta de Directivos,   un
cargo de Jefe del Departamento de Control del  Tráfico
Ilícito de Estupefacientes, grado 3;

b) En  la planta de  Profesionales, un
cargo  de profesional,  grado 5;  tres, de grado  6;
uno, de grado 7 y uno, de grado 8;

c) En  la  planta de  Técnicos,  un
cargo de técnico, grado 9;  uno, de grado 15 y uno,  de
grado 16;

d) En la planta de Administrativos, un
cargo de  administrativo, grado 12, y uno, de  grado
14, y

e)
En la  planta de Auxiliares,   un
cargo de auxiliar, grado 20.
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Para el ingreso y promoción al cargo de la planta de Directivos, Jefe de Departamento de Control del Tráfico Ilícito de Estupefacientes, grado 3, será exigible el requisito de experiencia mínima de cuatro años en el Servicio. Para el ingreso y promoción a los cargos de la planta de Profesionales, grados 7 y 8, a que se refiere la letra b) precedente, se requerirá titulo profesional de contador auditor y dos años de experiencia en el sector público o privado.
Artículo 59.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104, de la partida presupuestaria Tesoro Público.
Artículo 60.- Derógase la ley N° 18.403.
Con todo, la ley N9 18.403 continuará vigente para los efectos de la sanción de los delitos en ella contemplados y perpetrados con anterioridad a la publicación de esta ley, en cuyo caso la pena se regulará, además, según lo dispuesto en el artículo 18 del Código Penal. La tramitación de los respectivos procesos, la prueba y la apreciación de la misma, se regirán, sin embargo, por las normas de esta ley.
Toda referencia legal o reglamentaria a la ley N° 18.403 debe entenderse hecha a esta ley.
artículos transitorios
Artículo 1o.- En tanto no se dicte el reglamento a que se refiere el artículo 50, regirá el actual.
Articulo 2o.- Sustituyese en la Partida 08, Capítulo 30, Programa 01, de la ley N° 19.259, de Presupuestos, correspondiente al Consejo de Defensa del Estado, la dotación máxima de personal fijada en 298 por 311. .
Acordado en  sesiones  celebradas  los
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días 18 y 19 de enero de 1994, con la asistencia de los HH. Senadores señores Máximo Pacheco Gómez (Presidente accidental), Hernán Vodanovic Schnake {Laura Soto González), Sergio Fernández Fernández, Carlos Letelier Bobadilla y Miguel Otero Lathrop.
Sala de la Comisión, a 20 de enero de 1994.
JOSE LUIS ALLIENDE LEIVA

                      Secretario
